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Ciudad de México. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), en sesión correspondiente al seis de octubre de dos mil veinticinco, emite la siguiente:
SENTENCIA
Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 1/2024, promovida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla, a través de su Presidente y Representante Legal, y del Director de Seguimiento de Recomendaciones, Conciliaciones y Asuntos Jurídicos de dicha Comisión, en contra de los artículos 26, fracción XXX, 73, fracción VI, 127, 153, 164 y 168 del “DECRETO del Honorable Congreso del Estado, por el que se aprueba la LEY DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL DEL ESTADO DE PUEBLA”, publicado en el Periódico Oficial de esa entidad federativa el cinco de diciembre de dos mil veintitrés.
ANTECEDENTES
1.
Presentación de la demanda. El cuatro de enero de dos mil veinticuatro, el Presidente y Representante Legal de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla, José Félix Cerezo Vélez, y el Director de Seguimiento de Recomendaciones, Conciliaciones y Asuntos Jurídicos de dicha Comisión, Jorge Arroyo Martínez, promovieron demanda de acción de inconstitucionalidad en contra de los artículos 26, fracción XXX, 73, fracción VI, 127, 153, 164 y 168 del Decreto del Honorable Congreso del Estado, por el que se aprueba la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla, publicado en el Periódico Oficial de esa entidad federativa el cinco de diciembre de dos mil veintitrés.
2.
En su escrito inicial, la parte accionante hizo valer sustancialmente los siguientes conceptos de invalidez:
PRIMER CONCEPTO DE INVALIDEZ. Se reclama la inconstitucionalidad de los artículos 26 fracción XXX, 73 fracción VI, 153 y 164 del DECRETO del Honorable Congreso del Estado, por el que se aprueba la LEY DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL DEL ESTADO DE PUEBLA, publicado el 5 de diciembre de 2023 en el Periódico Oficial del Estado de Puebla, que en lo general, establece la obligatoriedad de todo vehículo motorizado que circule en el Estado de Puebla a estar cubierto por un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros, y que de no contar con el mismo, las autoridades estatales competentes sancionarán con multa de veinte a cuarenta veces la Unidad de Medida y Actualización (UMA), a las personas conductoras de vehículos motorizados que no cuenten con seguro de responsabilidad vigente que garantice el pago de daños a terceros.
Lo anterior, resulta violatorio del derecho al libre tránsito, al derecho a la movilidad, a la seguridad jurídica, al principio de libertad contractual y a la autonomía de la voluntad; así como al principio de legalidad.
…

Lo anterior resulta inconstitucional para esta Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla, pues existe una indebida o excesiva regulación estatal, al obligar a las y los propietarios de vehículos automotores particulares, a celebrar un contrato entre particulares (Aseguradora y particular), para poder circular en el Estado de Puebla.
En este caso, el Estado, no presta ningún servicio, ni otorga alguna concesión en favor de los particulares; por lo que al exigir que todos los vehículos motorizados que circulen en el Estado de Puebla, deben de contar con ese seguro, viola el artículo 11 Constitucional que a la letra establece:

…

Así, si una persona no cuenta con posibilidad económica de contratar un seguro para su vehículo automotor, tendría prácticamente nulificado su derecho a transitar por el Estado de Puebla. . .
…

Cuestión que se agrava cuando, el legislador además de limitar el derecho de tránsito con la obligación de contratar un seguro impone una multa desproporcionada y excesiva, en el artículo 164, consistente en que las autoridades estatales competentes sancionarán con multa de veinte a cuarenta veces la Unidad de Medida y Actualización, a las personas conductoras de vehículos motorizados que no cuenten con seguro de responsabilidad vigente que garantice el pago de daños a terceros.

…

Sin embargo, las multas contempladas por el artículo 164 de la Ley impugnada, no establece si la multa en UMAS (sic) es diaria, mensual o anual, violando el principio de certeza jurídica. De igual forma, constituye una multa excesiva pues la naturaleza de la infracción siempre es la misma, la falta de seguro, por lo que no es en sí misma graduable; es decir no se puede variar la gravedad de la multa, para imponer una sanción menor o mayor, pues el hecho infractor siempre será, el no contar con seguro.
…

Se (sic) igual forma, esta Comisión considera que los artículos tildados de inconstitucionales, constituyen una restricción al derecho a la movilidad.

…

Por otra parte, las normas jurídicas impugnadas también son violatorias de La Declaración Universal de los Derechos Humanos, que en su artículo 13 establece: “Artículo 13.1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado.”
…

De igual forma, la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece: “Artículo 22. Derecho de Circulación y Residencia. 1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene derecho a circular por el mismo y, a residir en él con sujeción a las disposiciones legales. (…) 3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de una ley, en la medida indispensable en una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y libertades de los demás.
…

Atento a ello, el estado viola la autonomía y la libertad contractual, al obligar a los particulares a celebrar un contrato de seguro para poder transportarse.
…

Esta medida es excesiva y daña la economía de las personas que no cuenten con los recursos económicos suficientes para pagar un seguro anual, para poder transportarse.
SEGUNDO CONCEPTO DE INVALIDEZ. Se reclama la inconstitucionalidad de los artículos 127 y 168 del DECRETO del Honorable Congreso del Estado, por el que se aprueba la LEY DEL MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL DE ESTADO DE PUEBLA, publicado el 5 de diciembre de 2023 en el Periódico Oficial del Estado de Puebla, que establece en el primer dispositivo que en el caso de que alguna persona conductora dé positivo a una prueba de alcoholimetría, independientemente de las sanciones administrativas correspondientes, le será suspendida por un periodo de un año la licencia de conducir. Así mismo (sic), en su artículo 168 impugnado, textualmente establece “En los casos a que se refiere el artículo 26 de esta Ley, se impondrán a los conductores de vehículos de propulsión mecánica además de las sanciones señaladas en el artículo anterior, la cancelación de la licencia para conducir, sin que se pueda expedir una nueva en una temporalidad de hasta diez años, considerando el modo, tiempo y lugar en que se cometió la infracción, así como de las condiciones y circunstancias, independientemente de las demás sanciones que por el hecho se pudieran generar.”

Lo anterior resunta (sic) violatorio del derecho a la seguridad jurídica y al principio de legalidad por tratarse de actos privativos violatorios de los artículos 14 y 16 Constitucionales.
…

Así, los artículos antes mencionados, contemplan actos privativos y actos de molestia a las y los particulares que resultan inconstitucionales (…)

De la lectura que se realiza a los artículos citados, nos podemos percatar que dichos numerales son inconstitucionales, pues al momento de aplicarse, se priva al gobernado de uno de sus bienes en posesión, como serían la licencia de conducir, sin que previamente se siga en su contra un procedimiento en el que se le permita ser escuchado.
…

Del artículo 21 Constitucional literalmente se desprende la facultad de la autoridad administrativa de imponer sanciones por infracciones a los reglamentos gubernativos y de policía, empero del mismo texto se infiere que en ellos sólo es viable imponer sanciones como:

1.
La multa
2.
Arresto hasta por treinta y seis horas o
3.
Trabajo a favor de la comunidad.
…

Esta Comisión no está en contra de la medida de suspensión o cancelación de la licencia de conducir en caso de personas que conduzcan en estado de ebriedad, claramente es una medida de interés social que puede prevenir accidentes; sin embargo, su regulación debe estar apegada a los artículos 14 y 16 Constitucionales, pues en situaciones de flagrancia, es un hecho notorio que las y los servidores públicos facultados para detectar estas faltas, en muchos casos no cuentan con los elementos necesarios que les permitan, en el instante mismo de la comisión de la infracción, la posibilidad de valorar efectivamente en cada caso la gravedad de aquélla.

…
3.
Radicación y turno. Mediante proveído de fecha cinco de enero de dos mil veinticuatro, la entonces Ministra Presidenta de esta SCJN tuvo por recibido el escrito inicial, ordenó formar y registrar el expediente físico y electrónico relativo a la acción de inconstitucionalidad 1/2024 y turnó el expediente a la ponencia de la Ministra Lenia Batres Guadarrama para instruir el procedimiento correspondiente.
4.
Admisión y trámite. El veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro, la Ministra instructora admitió a trámite la presente acción de inconstitucionalidad, ordenó darle vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Puebla para que dentro del plazo de quince días hábiles rindieran los informes correspondientes, y al segundo de ellos también para que remitiera copia certificada del periódico oficial en el que constara la publicación del decreto controvertido. Asimismo, dio vista a la Fiscalía General de la República y a la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal para que, respectivamente, formulara el pedimento correspondiente y manifestara lo que a su esfera competencial conviniera, hasta antes del cierre de la instrucción.
5.
Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Puebla. Mediante escrito recibido de manera electrónica el veintitrés de abril de dos mil veinticuatro, el Poder Ejecutivo del Estado de Puebla, representado por el Director de Procedimientos Constitucionales de la Consejería Jurídica de dicha entidad, rindió el informe solicitado, en el que sustancialmente expuso lo siguiente:
1.
A) …
Luego entonces, de lo expuesto con anterioridad respecto a la naturaleza, alcances y restricciones del derecho en cuestión, es dable aseverar que, en la especie, nos encontramos frente a un derecho de carácter personal, es decir, la garantía aludida recae sobre la persona titular del derecho, no así respecto de sus bienes o medios por los cuales pretenda ejercerlo. Puesto que, la libertad de tránsito refiere en todo momento al desplazamiento o movilización del individuo, sin hacer alusión en lo absoluto al medio de transporte, por tanto, ha de considerarse que la garantía de libre tránsito protege al individuo únicamente.
En corolario, toda vez que la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla, establece la obligación de que todo vehículo motorizado que circule en la entidad, deba contar con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros, no atenta contra el derecho a la libertad de tránsito en lo individual, conforme a lo previsto en el artículo 11 de nuestra Constitución General, puesto que, en ningún momento atenta contra la libertad de las personas de desplazarse de un lugar a otro, fijar su residencia en cualquier lugar del territorio mexicano, así como permanecer en éste, o entrar y salir de él, siempre y cuando ocurra con respeto y sujeción a las disposiciones legales aplicables.
B) En lo concerniente al ombudsperson local promovente refiere que la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla atenta contra el Derecho Humano a la Movilidad, es menester señalar lo siguiente:
…

En relación con lo anterior y atendiendo las exigencias previstas en el artículo 4 constitucional, en cuanto a la movilidad deberá verificarse en condiciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad, la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla, centra su interés en dar respuesta a los problemas a los que se enfrenta (sic) día a día las personas que viven en nuestro Estado, en materia de movilidad y seguridad vial.
…

Como se logra apreciar, la exigencia de contar con un seguro que cubra la responsabilidad civil frente a terceros, nace de la obligación que tiene la autoridad de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, puesto que, como se ha referido el Estado tiene la máxima de respetar, garantizar y privilegiar la vida e integridad física de los usuarios de los sistemas de movilidad.
…

Lo anterior, atendiendo a que la responsabilidad penal que exige la reparación del daño causado por la comisión de un delito, no excluye a la responsabilidad civil generada de la obligación de no dañar a otros, sea en su persona o bienes; puesto que, si bien, pueden partir de un mismo hecho ilícito generador, ambos reclamos son autónomos uno del otro.
Luego entonces, si el vehículo instrumento del ilícito cometido cuenta con un seguro que ampare la responsabilidad civil generada frente a un tercero, se estaría garantizando la plena satisfacción del derecho humano a la obtención de una reparación integral.
C) …
… la obligación relativa a que todo vehículo motorizado que circule en el Estado deba estar cubierto por un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros, no atenta contra la autonomía de la voluntad de las personas, puesto que, la obligación señalada únicamente se configura ante el deseo y decisión del particular de conducir un vehículo motorizado en las vialidades del Estado de Puebla, (…) por ende, no constituye un deber que vincule a todos los individuos, sino, únicamente a aquellos que se encuentren en la hipótesis prevista por el artículo 153, y que, en el ejercicio de su derecho a la autonomía de la libertad, decida realizar la actividad que ha sido reglamentada por el Estado en privilegio del orden público, la paz y la tranquilidad social.
Ahora bien, en lo concerniente a la libertad contractual, resulta procedente señalar que la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla, no atenta contra el referido principio, puesto que, tal como se desprende de la lectura del artículo 153 de la referida Ley, se establece que la contratación de un seguro vehicular se podrá realizar con cualquier institución de seguros debidamente autorizada, por lo que se evidencia que en momento alguno se ha exigido que se contrate con determinada empresa o persona moral, o que la relación jurídica se estructure de forma determinada.

D) …
En virtud de lo anterior, es procedente aseverar que si (sic) existen criterios que orientan a las autoridades para la calificación y graduación de las multas a imponer por la infracción al deber de contar con un seguro. Tales como la gravedad de la falta, las condiciones económicas de la persona infractora y la reincidencia de la misma.
Lo anterior sin soslayar que, toda vez que la norma en comento establece parámetros de un máximo y un mínimo de las posibles sanciones económicas que se pudiesen imponer, es que las multas no pueden ser consideradas como fijas y por ende inconstitucionales, pues que (sic) permiten a la autoridad sancionadora fijarlas atendiendo a los elementos y circunstancias propias del asunto.
2.
A) …
Lo anterior nos lleva a concluir que, en el caso concreto se debe privilegiar, por encima del interés particular, el bien común, puesto que, las sanciones impuestas a los conductores infractores no son causa de un daño irreparable para al (sic) particular, en contraposición al grado de afectación que se podría generar al particular de no privilegiar los derechos humanos a la vida, la salud y la integridad corporal.
B) …
Tomando en consideración lo planteado, resulta evidente que, toda vez la (sic) suspensión y cancelación temporal de la licencia de conducir de un particular no son actos definitivos que deban surtir sus efectos de forma indefinida, es que se les puede considerar como actos de molestia.
…

Lo anterior legitima el hecho de que sea la propia autoridad administrativa y no la judicial, la encargada de determinar la imposición de sanciones previstas en la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla, con la condicionante que deberán fundar y motivar debidamente las determinaciones tomadas.
C) …
Atendiendo lo anterior, es que se puede evidenciar como la Ley de Movilidad y Seguridad Vial prevé que, aún para la aplicación y graduación de las sanciones de suspensión y cancelación de licencia de conducir se deberá atender a la gravedad de la falta, las condiciones económicas de la persona infractora y a la reincidencia; existiendo, además, de forma alternativa o complementaria el abanico de sanciones previsto por la ley en comento, para los demás ilícitos establecidos por ella.
6.
Informe del Poder Legislativo del Estado de Puebla. Por escrito recibido el veintitrés de abril de dos mil veinticuatro, el Poder Legislativo del Estado de Puebla, representado por el Director General de Asuntos Jurídicos, de Estudios y Proyectos Legislativos del Congreso de esa entidad federativa, presentó el informe solicitado, en el cual, esencialmente expuso lo siguiente:
I.
A) Ausencia de violación al artículo 11° Constitucional por afectación al Derecho Humano del Libre Tránsito.
…

En ese sentido, la norma impugnada no genera violación a la garantía de libertad de tránsito consagrada en el artículo 11° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues aun cuando no se pueda o no se quiera contratar el seguro vehicular para daños a terceros correspondiente, lo que se restringe es la capacidad de circulación de los vehículos automotores no asegurados matriculados en el Estado de Puebla, ello no coarta el derecho personal del individuo para desplazarse de un lugar a otro, fijar su residencia en cualquier lugar del territorio Estatal así como permanecer en éste, y entrar y salir de él, puesto que se diferencia la capacidad de circular en vehículo a la del Derecho Humano al libre tránsito.
…

En el marco de lo antes referido se demuestra que la norma tampoco es violatoria del Derecho Fundamental a la autonomía de la voluntad y libre contratación pues no condiciona la capacidad del ciudadano de poder transitar en el territorio del Estado a la firma de un contrato de seguro de protección contra terceros pues, como ya se explicó, esta es una condición para el ejercicio de circulación y no del Derecho Humano a la libertad de tránsito.
B) La norma impugnada surge de un reclamo social de prevención y protección de los Derechos Humanos de las personas usuarias de las vías de transporte del Estado de Puebla.
Es necesario remarcar que la norma impugnada tiene un proceso de creación especial que la diferencia de la generalidad de procesos de emisión, pues esta contempla la realización de una Consulta Pública y Estrecha que permitió la Colaboración Activa de las Personas con Discapacidad en Materia de Movilidad y Seguridad Vial.
…

Se considera que la medida es proporcional pues la afectación no se realiza a ningún derecho fundamental de las personas si no a una prerrogativa legal y esta se encuentra sometida a los intereses superiores que protegen los Derechos Humanos.
C) La Ley de Caminos, Puentes y Transportes Federales contempla el mismo requisito de seguro contra daño a terceros para los vehículos Automotores que transiten en vías Federales desde el año dos mil trece.
II. …
Es importante iniciar manifestando la ausencia de colisión de Derechos Humanos, lo cual tiene importancia pues de ahí se desprende que la norma impugnada consagra valor y protección a Derechos Humanos de alta importancia como son el Derecho a la vida, integridad física, libertad de tránsito en su variante primigenia, siendo esta la capacidad de auto locomoción y del bienestar patrimonial, afectando únicamente variaciones indirectas de ejercicio de otro Derecho Humano, como es el de Libertad de tránsito en su variante de conducción de vehículo automotor.

Como ya se manifestó, lo anterior surge por el correcto ejercicio de ponderación realizado por la autoridad legislativa del Estado de Puebla, pues esta tuvo una doble referencia para emitir la norma la cual consistió en la validez formal debido a que la norma se emitió en apego al procedimiento legislativo enmarcado en el Sistema jurídico estatal y validez sustancial ya que el contenido de la misma se formó en observancia a la realidad social que se presenta en el Estado y a las propuestas que la ciudadanía (objetivo de la norma) brindó en una consulta constitucional y convencional.
A) Correcta fundamentación.
…

No omito señalar que los preceptos son en apego a los artículos 63 y 64 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberado de Puebla.

Se puede observar que todo lo anterior señalado se encuentra establecido en la exposición de motivos de la Ley impugnada por tanto no es cierto que la norma impugnada carezca de una debida fundamentación.
B) Correcta motivación.
Por lo que respecta al rubro de la motivación, como ya se mencionó, esta goza de una validez material que le da sustento al contenido de la norma, pues tiene su origen en el análisis presentado de tres iniciativas de Ley y los resultados de una consulta pública y estrecha a personas con discapacidad quienes son sujetos objetivo de la norma

…

Como se puede apreciar la motivación de la autoridad para emitir la norma impugnada surge del reclamo social y del Derecho de participación directa de los ciudadanos en el proceso de creación de la norma.
7.
Pedimentos y manifestaciones. Por su parte, la Fiscalía General de la República no formuló pedimento, ni la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal realizó manifestación alguna.
8.
Alegatos. Mediante escrito ingresado en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este alto tribunal el día veintiuno de mayo de dos mil veinticuatro, el Congreso del Estado de Puebla, por conducto del Director General de Asuntos Jurídicos de Estudios y Proyectos Legislativos, formuló los alegatos correspondientes. Asimismo, mediante escrito presentado de manera electrónica el día veintidós del mismo mes y año, el Poder Ejecutivo de dicha entidad, a través del Director de Procedimientos Constitucionales de la Consejería Jurídica de ese estado, formuló alegatos.
9.
Cierre de la instrucción. El veinte de junio de dos mil veinticuatro, la Ministra instructora tuvo por formulados los alegatos en la presente acción y cerró la instrucción del asunto a efecto de elaborar el proyecto de resolución correspondiente.
I. COMPETENCIA
10.
El Pleno de la SCJN es competente para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, en términos de los artículos 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM);
 y 16, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
, toda vez que la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla planteó la posible contradicción entre diversas disposiciones de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial de dicha entidad y la CPEUM.
II. PRECISIÓN DE LAS NORMAS IMPUGNADAS
11.
En términos del artículo 41, fracción I, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la CPEUM,
 la presente sentencia debe contener la fijación breve y precisa de las normas generales que son materia de la presente acción de inconstitucionalidad.
12.
De la lectura del escrito de demanda, se advierte que la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla impugnó los artículos 26, fracción XXX, 73, fracción VI, 127, 153, 164 y 168 del Decreto por el que se aprueba la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla, publicado en el Periódico Oficial de esa entidad federativa el cinco de diciembre de dos mil veintitrés, que establecen lo siguiente:
ARTÍCULO 26
Las personas que conducen vehículos motorizados no podrán:

…

XXX. Circular sin licencia de conducir, o sin placas, o sin seguro de responsabilidad civil por daños a terceros, o sin tarjeta de circulación, o sin calcomanías y hologramas autorizados por la autoridad competente, o con placas, tarjeta de circulación, calcomanías y hologramas que correspondan a otros vehículos;
ARTÍCULO 73
Las Secretarías de Movilidad y de Seguridad Pública conformarán la Base de Datos, que tendrá por objeto integrar, registrar, administrar, controlar y actualizar la información sobre las materias reguladas a través de esta Ley y demás disposiciones relativas a la movilidad y seguridad vial.
La Base de Datos deberá contar con información sobre los siguientes rubros:

…

VI. Licencias de conducir, incluyendo el tipo de licencia y seguros registrados por vehículo;
ARTÍCULO 127
Las autoridades en el ámbito de su competencia llevarán a cabo los operativos de alcoholimetría de manera permanente con el objetivo de evitar la conducción de cualquier tipo de vehículos bajo el efecto del alcohol, aplicando los límites establecidos en el presente ordenamiento.
En el caso de que alguna persona conductora dé positivo a una prueba de alcoholimetría de manera permanente con el fin de evitar la conducción de cualquier tipo de vehículos bajo el efecto del alcohol, durante la conducción de un vehículo motorizado, independientemente de las sanciones administrativas correspondientes, le será suspendida por un periodo de un año la licencia de conducir. Dicha información deberá ser remitida para la integración del registro correspondiente en el historial de la persona conductora.
Cuando una persona conductora en estado de ebriedad o bajo el influjo de drogas o enervantes provoque un siniestro de tránsito, en un vehículo de carga, transporte escolar, vehículos de emergencia o transporte de personas pasajeras será acreedora a las responsabilidades que ameriten conforma a la legislación aplicable.
ARTÍCULO 153
Todo vehículo motorizado que circule en el Estado deberá estar cubierto por un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros, para responder del pago de la indemnización por los daños ocasionados en cualquier siniestro de tránsito en donde resulte involucrado un tercero, y cuya contratación será responsabilidad de la persona propietaria del vehículo.
El seguro al que hace mención este artículo podrá ser contratado con cualquier institución de seguros debidamente autorizada según las leyes aplicables en la materia.
ARTÍCULO 164
Las autoridades estatales competentes sancionarán con multa de veinte a cuarenta veces la Unidad de Medida y Actualización, a las personas conductoras de vehículos motorizados que no cuenten con seguro de responsabilidad vigente que garantice el pago de daños a terceros.
ARTÍCULO 168
En los casos a que se refiere el artículo 26 de esta Ley, se impondrán a los conductores de vehículos de propulsión mecánica además de las sanciones señaladas en el artículo anterior, la cancelación de licencia para conducir, sin que se pueda expedir una nueva en una temporalidad de hasta diez años, considerando el modo, tiempo y lugar en que se cometió la infracción, así como las condiciones y circunstancias, independientemente de las demás sanciones que por el hecho se pudieran generar.
(El resaltado es propio y atiende a la porción normativa impugnada).
13.
Cabe señalar que este Tribunal advierte que la fracción XXX del artículo 26, fue reformada mediante Decreto del Honorable Congreso del Estado, por el que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla; publicado en el Periódico Oficial del Estado, el miércoles 18 de junio de 2025, mediante el cual se añadieron las porciones normativas “o distintivos, según corresponda”; y, “o con placas alteradas u ocultas total o parcialmente”, modificación que desde este momento se precisa, no implican un cambio normativo porque no impactan en la porción normativa impugnada, que consiste en: “sin seguro de responsabilidad civil por daños a terceros”, por lo anterior, desde este apartado se precisa que este Tribunal Pleno considera que dicha modificación no actualiza el sobreseimiento por cesación de efectos, como se reiterará en el apartado correspondiente.

	Redacción anterior
	Redacción actual

	XXX. Circular sin licencia de conducir, o sin placas, o sin seguro de responsabilidad civil por daños a terceros, o sin tarjeta de circulación, o sin calcomanías y hologramas autorizados por la autoridad competente, o con placas, tarjeta de circulación, calcomanías y hologramas que correspondan a otros vehículos;
	XXX. Circular sin licencia de conducir, o sin placas, o sin seguro de responsabilidad civil por daños a terceros, o sin tarjeta de circulación, o sin calcomanías, hologramas o distintivos, según corresponda, autorizados por la autoridad competente, o con placas, tarjeta de circulación, calcomanías y hologramas que correspondan a otros vehículos, o con placas alteradas u ocultas total o parcialmente;


III. OPORTUNIDAD
14.
De acuerdo con el artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la CPEUM,
 el plazo para promover una acción de inconstitucionalidad es de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la norma general sea publicada en el medio oficial correspondiente.
15.
En el presente caso, las normas impugnadas fueron publicadas el cinco de diciembre de dos mil veintitrés, por lo cual el término para promover la demanda de acción de inconstitucionalidad transcurrió del seis de diciembre de dos mil veintitrés al cuatro de enero de dos mil veinticuatro. Dado que el escrito de demanda fue recibido el cuatro de enero de dos mil veinticuatro en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta SCJN, su presentación fue oportuna.
IV. LEGITIMACIÓN
16.
En términos del artículo 105, fracción II, inciso g), de la CPEUM, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla es un ente legitimado para promover el presente medio de control constitucional en contra de normas expedidas por la Legislatura de dicha entidad. Al respecto, el párrafo primero del artículo 11 de la Ley Reglamentaria
 señala que los promoventes deben comparecer a juicio por conducto de las personas funcionarias que legalmente estén facultados para ello.
17.
En el presente caso, la Comisión estatal acude por conducto de su Presidente y Representante Legal, de conformidad con el artículo 15, fracción I, de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla,
 quien acredita su personalidad con copia certificada del Acuerdo de Designación del Congreso Local de seis de noviembre de dos mil diecinueve y, el Director de Seguimiento de Recomendaciones, Conciliaciones y Asuntos Jurídicos, quien actúa en términos del artículo 42, inciso B, fracción V, del Reglamento Interno de dicha Comisión,
 acredita su personalidad con el nombramiento expedido a su favor de fecha ocho de noviembre de dos mil diecinueve. Por lo tanto, se concluye que la acción de inconstitucionalidad fue promovida por parte legitimada.
V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO
18.
En el presente asunto, de manera expresa no se hicieron valer causas de improcedencia o sobreseimiento y de oficio este alto tribunal no advierte la actualización de alguna, por lo que se procede a realizar el estudio de fondo.
19.
Como fue considerado en la parte final del apartado III relativa a precisión de las normas impugnadas, este Tribunal considera que el Decreto del Honorable Congreso del Estado, por el que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla, publicado en el Periódico Oficial del Estado, el miércoles 18 de junio de 2025, que incorporó las porciones normativas “o distintivos, según corresponda”; y, “o con placas alteradas u ocultas total o parcialmente”, no implicó un cambio normativo que actualizara la causal de improcedencia, consistente en la cesación de los efectos, respecto del artículo 26, fracción XXX, de la Ley impugnada, porque el cambio normativo realizado no impactó la porción normativa impugnada, consistente en: “sin seguro de responsabilidad civil por daños a terceros”, por lo anterior, este Tribunal Pleno considera que la reforma señalada no actualiza la causal de improcedencia señalada ni impide el estudio de fondo que a continuación se realiza.
VI. ESTUDIO DE FONDO
20.
Para emprender el estudio de fondo, resulta importante señalar que las normas reclamadas versan sustancialmente sobre dos temas:
1) 
Obligación de las personas conductoras de vehículos motorizados de contar con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros y su sanción (multa), y
2) 
Suspensión o cancelación de la licencia de conducir por dar positivo a la prueba de alcoholimetría o no contar con un seguro de responsabilidad civil, respectivamente.
21.
Atendiendo a esta separación se expondrá el estudio de fondo dividido en estos dos apartados.
VI.1. Obligación de las personas conductoras de vehículos motorizados de contar con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros y su sanción (multa)
22.
La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla, en su primer concepto de invalidez, señaló como normas reclamadas los artículos 26, fracción XXX, 73, fracción VI, 153 y 164 de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial de dicha entidad, de los cuales podemos advertir tres hipótesis normativas:
a) 
Todo vehículo motorizado que circule en dicha entidad deberá de estar cubierto por un seguro de responsabilidad por daños a terceros, a falta de éste, no podrán circular;
b) 
Las autoridades competentes contarán con una base en la cual se incluirá el seguro registrado de cada vehículo, y
c) 
Las personas que no cuenten con dicho seguro serán sancionadas con una multa de veinte a cuarenta veces la Unidad de Medida y Actualización (UMA).
23.
La Comisión accionante señaló que dichas disposiciones vulneran el derecho al libre tránsito, a la movilidad, a la seguridad jurídica, a la libertad contractual y a la autonomía de la voluntad, así como al principio de legalidad.
24.
En primer término, la garantía de libertad de tránsito, consagrada en los artículos 11 de la CPEUM;
 13 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos
 y 22 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos
 debe de entenderse como aquella prerrogativa que tiene toda persona para entrar, salir, viajar y mudar su residencia en la República Mexicana, y que no requiera documentación alguna que así lo autorice, es decir, protege el desplazamiento o movilización de la persona.
25.
Al respecto, la Primera Sala de esta SCJN en la Jurisprudencia 1a./J. 50/2021 (11a.) de rubro: “LIBERTAD DE SALIR DEL PAÍS. FORMA PARTE DE LOS DERECHOS DE LIBERTAD DE TRÁNSITO Y DE CIRCULACIÓN Y DE RESIDENCIA, COMO DERECHO HUMANO PROTEGIDO POR LOS ARTÍCULOS 11 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL, 22, NUMERAL 2, DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS Y 12, NUMERAL 2, DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS, Y PUEDE ESTAR SUJETO A RESTRICCIONES PERMISIBLES Y PROPORCIONALES”, determinó que la libertad de tránsito cuenta con al menos cuatro dimensiones:
a)
La libertad de circulación en el territorio nacional;
b)
La libertad de escoger residencia;
c)
La libertad de salir de cualquier país, incluso el propio, y
d)
El derecho a entrar en su propio país.
26.
En ese sentido, el concepto de invalidez expuesto por la Comisión accionante resulta infundado, toda vez que los preceptos reclamados no restringen la libertad de tránsito, pues esta garantía protege sólo a las personas y no a la posesión o propiedad de los bienes que éstas utilicen al desplazarse por el territorio nacional. Esto es así porque dichos artículos no prohíben a las personas circular, escoger residencia, salir y entrar del territorio nacional, sino que únicamente añaden un requisito para los vehículos motorizados que transiten en el Estado de Puebla, los cuales son simplemente medios de trasporte para las personas. Resulta aplicable la tesis P. V/96 emitida por el Pleno de esta SCJN de rubro: “VEHICULOS AUTOMOTORES QUE CIRCULAN EN EL DISTRITO FEDERAL Y LOS MUNICIPIOS DE SU ZONA CONURBADA. LOS ARTÍCULOS 7o., FRACCION VIII, 32, FRACCIONES I Y II, Y 34, DEL REGLAMENTO DE LA LEY ECOLOGICA PARA LA PREVENCION Y CONTROL DE LA CONTAMINACION GENERADA POR AQUELLOS, Y LOS ARTÍCULOS 48 Y 49, DEL REGLAMENTO DE TRANSITO DEL DISTRITO FEDERAL, NO SON VIOLATORIOS DE LA GARANTIA DE LIBERTAD DE TRANSITO”.

27.
El derecho a la libertad de tránsito cuenta con limitaciones, las cuales se encuentran previstas en el propio ordenamiento constitucional, al establecer que éste se encuentra subordinado a las facultades de la autoridad judicial, en los casos de responsabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad administrativa, por lo que toca a las limitaciones que impongan las leyes sobre emigración, inmigración y salubridad general de la República, o sobre extranjeros perniciosos residentes en el país; no obstante, la regulación impugnada no constituye una limitación a dicho derecho, pues no prevé alguna de estas restricciones, como ya se mencionó sólo establece un requisito a los vehículos automotores que no se encuentran al amparo de la libertad de tránsito de personas.
28.
Ahora, el derecho a la movilidad se ha definido como el conjunto de desplazamientos de las personas, bienes o mercancías, a través de diversos modos, orientados a satisfacer las necesidades de las personas.

29.
La Segunda Sala de esta SCJN, en la Jurisprudencia 2a./J. 70/2023 (11a.) de rubro “DERECHO A LA MOVILIDAD. SUS DIMENSIONES INDIVIDUAL Y COLECTIVA”,
 ha definido esta prerrogativa como el derecho de toda persona y de la colectividad a disponer de un sistema integral de movilidad de calidad y aceptable, suficiente y accesible que, en condiciones de igualdad y sostenibilidad, permita el efectivo desplazamiento de todas las personas en un territorio para la satisfacción de sus necesidades y pleno desarrollo.
30.
Dicha garantía debe de realizarse en cumplimiento de las siguientes condiciones:
1) 
Seguridad vial: el sistema de movilidad debe considerar la prevención del delito y de violaciones a derechos humanos, así como la reducción de accidentes que pueden tener como consecuencia una afectación a la integridad física o a la vida de las personas;
2) 
Accesibilidad: la movilidad se tiene que garantizar a todas las personas, asegurando que el sistema de movilidad cuente con accesibilidad física, accesibilidad económica, sin discriminación, tomando en cuenta que se debe acondicionar a las necesidades específicas de algunos grupos, y con acceso a la información;
3) 
Eficiencia: el sistema de movilidad debe ser el adecuado para cumplir con su función y ha de buscar que las personas puedan desplazarse de un lugar a otro del modo más eficiente posible;
4) 
Sostenibilidad: el sistema de movilidad debe planearse procurando el menor impacto posible al medio ambiente, específicamente, con planificación y tecnología que controle, reduzca y prevenga la emisión de gases de efecto invernadero;
5) 
Calidad: el sistema de movilidad debe garantizar que los espacios, tecnologías, infraestructura y demás elementos que lo conforman se encuentran en buen estado y cumplen con las condiciones mínimas de seguridad e higiene; además, el servicio que se provea debe desempeñarse por personas capacitadas que den un trato idóneo a las personas usuarias, e incluye también la obligación de dar mantenimiento al sistema de movilidad, y
6) 
Inclusión e igualdad: el sistema de movilidad debe asegurar que nadie quede excluido del ejercicio del derecho a la movilidad, tomando en cuenta que en algunas ocasiones la igualdad va más allá de permitir el acceso, que necesita de medidas específicas para garantizar que los espacios y mecanismos de movilidad pueden ser utilizados por todas las personas en igualdad de condiciones.

31.
La legislación mexicana lo ha traducido principalmente en una obligación a cargo del Estado, de garantizar que las personas puedan desplazarse en condiciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad.
32.
En este sentido, el hecho de que la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla prevea la obligación de que las personas conductoras de vehículos motorizados cuenten con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros, no implica una restricción al desplazamiento en la entidad federativa o territorio nacional, ya que las personas pueden realizarlo con total libertad, solamente es un requisito aplicable a ese medio de transporte específico y no a la persona que ejerce el derecho a la movilidad.
33.
Adicionalmente, en atención a las obligaciones a cargo del Estado de garantizar una movilidad segura, este Pleno estima que la obligación impugnada es eficaz para garantizar la seguridad vial. Es notorio que los accidentes de tránsito ocurren diariamente, causando daños materiales, lesiones e incluso la muerte de las personas involucradas, por lo cual, resulta fundamental que las personas conductoras de vehículos motorizados cuenten con un seguro de responsabilidad civil que garantice una reparación integral de los daños que pudieran causar a terceros.
34.
Resulta importante resaltar que dicha medida ha sido implementada por el Estado mexicano en el orden federal, en la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal la cual establece en el numeral 63 Bis,
 que todos los vehículos que transiten en vías, caminos y puentes federales deberán contar con un seguro que garantice a terceros los daños que pudieren ocasionarse en sus bienes y personas por la conducción del vehículo.
35.
En ese sentido, el Congreso federal optó por imponer una medida para garantizar la seguridad de las personas que transiten, a través de un vehículo motorizado por las vías, caminos y puentes federales, consistente en contar con un seguro de responsabilidad civil contra terceros, como el establecido en la Ley de Movilidad y Seguridad del Estado de Puebla, motivo de impugnación en la presente acción.
36.
En ese sentido, el contar con un seguro de responsabilidad civil por daños contra terceros ha sido una medida implementada a nivel federal y en diversas entidades federativas como son Estado de México, Ciudad de México, Jalisco, Nuevo León, Puebla, Guanajuato, Querétaro, San Luis Potosí, Sinaloa y Tabasco, a fin de procurar una movilidad segura de todas las personas que día a día transitan en el territorio nacional.
37.
Por su parte, la Ley materia de impugnación en la presente contradicción contiene diversas disposiciones en materia de movilidad y seguridad vial, las cuales se alinean a la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, pues establece lineamientos encaminados a controlar los factores de riesgo con el fin de prevenir y reducir las muertes y lesiones graves ocasionadas por siniestros de tránsito, decretando que cada uno de los Estados tiene la facultad para establecer estrategias, planes y programas de infraestructura vial. En ese sentido, las regulaciones que prevén la obligación de contar con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros se encuentran ajustadas a diversa normatividad en la materia.
38.
Otro de los argumentos de la accionante consiste en que la imposición de contar con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros vulnera los principios de autonomía de la voluntad y libertad contractual, argumento que también resulta infundado.
39.
Lo anterior, ya que la libertad contractual es una expresión del derecho al libre desarrollo de la personalidad y del principio de autonomía de la voluntad en el ámbito privado de la persona; es con base en este principio que el individuo establece relaciones jurídicas específicas con unos u otros, para la consecución de determinados fines que quiere para sí mismo, conforme a su proyecto de vida. La autonomía de la voluntad es el fundamento de la realización de toda clase de actos o negocios jurídicos en los que el individuo, por libre decisión, se atribuye derechos o se impone obligaciones, conforme a sus propios intereses, frente a otros sujetos.

40.
Bajo tal concepto, este tribunal Pleno estima que las normas tildadas de inconstitucionales no vulneran tales principios, pues éstos no establecen reglas o requisitos para que las personas conductoras estructuren sus relaciones jurídicas, y quienes deseen conducir un vehículo motorizado puedan libremente contratar el seguro de responsabilidad civil por daños a terceros con la institución de su preferencia y se obligue en los términos que más beneficie a sus intereses. Dicha garantía se encuentra consagrada en el propio precepto 153, segundo párrafo, de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla, que establece que “El seguro al que hace mención este artículo podrá ser contratado con cualquier institución de seguros”.
41.
Es decir, el legislador local no impuso la obligación de contratar la póliza con determinada institución, de determinado costo o bajo determinadas condiciones, y dejó al libre albedrío del propietario del vehículo realizar la contratación del seguro, y los términos de éste.
42.
No pasa inadvertida la manifestación de la actora, de que se obliga a las personas a contratar un seguro, aunque no tenga los medios económicos para hacerlo. Empero, la accionante deja de considerar que dicha medida resulta una protección no sólo de los terceros a los que pudiera llegar a afectar en caso de una eventualidad, sino del propio patrimonio del gobernado que, en caso de ser afectado, cuenta con la garantía de ser reparado en su integridad por quien le haya causado el daño.
43.
Otro aspecto que deja de considerar la accionante es el hecho de que, en caso de una eventualidad, la persona responsable del hecho de tránsito podrá contar con un respaldo que le permita reparar las afectaciones que haya provocado a terceras personas con una justa indemnización, elemento de valor y conveniencia para quienes no cuentan con los medios económicos suficientes con el fin de enfrentar las consecuencias del hecho.
44.
Dicho en otras palabras, para garantizar la seguridad jurídica de todos y cada uno de los individuos de la sociedad que eventualmente se puede ver afectada por algún siniestro automovilístico, quien tiene el derecho inherente a ser indemnizada por los daños y perjuicios causados, y quien incluso ha causado  —no de manera intencional— daños a otras personas, se hace necesaria la obligación de las personas propietarias de vehículos motorizados de contar con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros.
45.
Finalmente, la comisión accionante argumenta que la multa prevista en el artículo 164 de la Ley estatal es desproporcionada y excesiva, y que además vulnera el principio de certeza jurídica. Este alto tribunal considera que dicho argumento es infundado.
46.
En primer término, resulta importante precisar que la prohibición de multas excesivas es una prerrogativa constitucional prevista en el artículo 22 de la CPEUM,
 por lo que es un deber del Estado garantizarla.
47.
Respecto a este tema, esta SCJN en múltiples ocasiones se ha pronunciado sobre las multas excesivas y su inconstitucionalidad. Al respecto, ha determinado que una multa es excesiva cuando la ley que la prevé no da posibilidad a quien debe imponerla, de determinar su monto o su cuantía, esto es, de considerar la gravedad de la infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia o cualquier otro elemento del que pueda inferirse la gravedad o levedad de la infracción, a fin de individualizar el monto de la multa.

48.
Asimismo, se ha determinado que para que una multa no sea excesiva, la ley que la prevea deberá de contener las reglas adecuadas para que las autoridades tengan la posibilidad de fijar su monto o cuantía, pues para fijar una multa debidamente ponderada la autoridad está obligada a tomar en cuenta las circunstancias de cada caso a fin de evitar cualquier tipo de exceso.
 En sentido contrario, son constitucionales aquellas disposiciones en las que, para fijar las multas, se establezcan porcentajes determinados entre un mínimo y un máximo, así como los elementos a considerar para su gradualidad, pues faculta a las autoridades competentes para individualizar las sanciones de conformidad con diversos parámetros.

49.
En el presente asunto, la Ley establece que “Las autoridades estatales competentes sancionarán con multa de veinte a cuarenta veces la Unidad de Medida y Actualización, a las personas conductoras de vehículos motorizados que no cuenten con seguro de responsabilidad vigente que garantice el pago de daños a terceros”. En ese contexto, si bien es cierto lo manifestado por la accionante en el sentido de que la conducta que se sanciona es la misma para todas las personas, es decir, el no contar con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros, lo cierto es que ello no implica que la sanción deba de ser igual para todas las personas que actualicen dicho supuesto jurídico, pues como se mencionó en párrafos anteriores, las multas deben atender a distintos elementos para que la autoridad competente fije su monto y no solamente al hecho que la originó.
50.
Por las consideraciones que anteceden, se concluye que el precepto reclamado resulta constitucional al prever un mecanismo de gradualidad para fijar el monto de la multa que corresponda con los siguientes elementos: la gravedad de la falta, las condiciones económicas de la persona infractora y a la reincidencia, para imponer la sanción que corresponda entre veinte a cuarenta veces la UMA, de conformidad con lo establecido en el artículo 167
 de la ley impugnada.
51.
Lo anterior guarda estrecha relación con el argumento hecho valer por la Comisión estatal en el sentido de que ese mismo precepto vulnera el principio de certeza jurídica, al no establecer si la multa prevista en UMA es diario, mensual o anual.
52.
La respuesta a esta impugnación deriva de la interpretación integral de los artículos que dan sustento a la Unidad de Medida y Actualización (UMA), prevista en el artículo 26, inciso B, penúltimo párrafo, de la CPEUM del que se desprende su finalidad como unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la cuantía del pago de las obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales, de las entidades federativas y de la Ciudad de México, así como en las disposiciones jurídicas que emanen de todas ellas, siendo el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) el encargado de calcular y determinar su valor.
53.
Atendiendo al monto fijado anualmente por el INEGI para la UMA, se desprende que el valor diario es la base para calcular el valor mensual, y de forma consecuente, el valor mensual es la base para calcular el valor anual.
54.
En ese tenor, es dable concluir que el valor diario es la base para determinar la cuantía del pago de las obligaciones y, en el caso que nos ocupa, la base para cuantificar las multas correspondientes, por lo que su omisión no implica una vulneración al principio de certeza jurídica, toda vez que no resulta necesario establecer que será el parámetro diario, al ser este valor el que resulta congruente con la legislación aplicable y con la finalidad de la propia sanción.
55.
Igualmente, se define el valor derivado de la existencia de un mandato constitucional que expresamente prohíbe la imposición de multas excesivas, las autoridades competentes del Estado deberán de observar dicho principio al imponer una sanción, por lo que ante la falta expresa de la medida a aplicarse, se interpreta que la autoridad encargada de determinar la cantidad correspondiente por concepto de multa deberá aplicar aquella que restrinja en menor medida la esfera jurídica del gobernado, es decir, la UMA cuantificada diaria y no mensual o anual, al resultar éstas mayores y posiblemente excesivas para la persona sancionada.
56.
Lo anterior encuentra sustento por analogía en el artículo 1º, segundo párrafo, de nuestra CPEUM, el cual establece que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán y aplicarán favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia, bajo estos principios el hecho de que no exista de forma expresa el valor que deba tomarse como base para la cuantificación de la multa, no genera la invalidez atribuida, pues resulta evidente qué parámetro debe ser asumido como lógicamente aplicable por ser el más favorable, en este caso, el valor de la UMA diaria por ser la de menor cuantía y, en consecuencia, más benéfica para las personas.
VI.2. Suspensión o cancelación de la licencia de conducir por dar positivo a la prueba de alcoholimetría y por no contar con el seguro de responsabilidad civil por daños a terceros, respectivamente.
57.
La comisión actora en su segundo concepto de invalidez refiere que la porción normativa contenida en el artículo 127 y el artículo 168 del Decreto de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla vulnera los principios de legalidad y seguridad jurídica, así como al artículo 21 de la CPEUM, al establecer la suspensión por el periodo de un año de la licencia de conducir por dar positivo a una prueba de alcoholimetría y la cancelación de ésta, y no se expida una nueva en una temporalidad de hasta por diez años por no contar con un seguro de responsabilidad civil que proteja contra los daños ocasionados a terceros, respectivamente.
58.
Al respecto, este Pleno del máximo tribunal estima infundados los argumentos hechos valer por la comisión accionante, por cuanto hace a que dichos preceptos vulneran lo dispuesto en el artículo 21, cuarto párrafo, de la CPEUM.

59.
La comisión accionante refiere que dicho ordenamiento mandata que la autoridad administrativa podrá imponer sanciones a las infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, las que únicamente consistirán en multa, arresto hasta por treinta y seis horas y trabajo a favor de la comunidad, por lo que la suspensión y cancelación de la licencia de conducir va más allá del texto constitucional.
60.
En ese tenor, este alto tribunal ha sostenido que lo establecido en dicho precepto, referente a las sanciones administrativas, no es aplicable para el legislador ordinario, sino solamente para la autoridad administrativa en el ejercicio de sus facultades reglamentarias, es decir, se encuentra dirigida a limitar el margen de acción de las autoridades que tengan esa naturaleza, de manera que dicho imperativo no limita las facultades de la autoridad legislativa.
61.
Sirven como criterio orientador lo dispuesto en las tesis aisladas P. XXIV/97 (registro 199461), de rubro: “CLAUSURA. LA ESTABLECIDA COMO SANCION EN LA FRACCION VI DEL ARTÍCULO 84 DEL CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION, NO INFRINGE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 21 CONSTITUCIONAL”
 y P. LI/95 (registro 200343), de rubro: “LEY DE ASENTAMIENTOS HUMANOS DEL ESTADO DE MEXICO. SU ARTÍCULO 140, FRACCION II, NO RESULTA VIOLATORIO DEL ARTÍCULO 21 CONSTITUCIONAL”.

62.
En consecuencia, contrariamente a lo sostenido por la Comisión estatal, resulta válido que en un acto formal y materialmente legislativo se establezca la sanción consistente en la suspensión o cancelación de la licencia de conducir, ya que ello no encuadra en las limitaciones dirigidas a la facultad sancionadora de la autoridad administrativa, habida cuenta de que no guardan relación alguna con la facultad reglamentaria que se tiene para expedir los reglamentos gubernativos o de policía.
63.
Respecto al argumento de que dichos artículos vulneran los principios de legalidad y seguridad jurídica, éste también resulta infundado.
64.
Al respecto, este Pleno ya ha emitido jurisprudencia respecto al tema de la legalidad, seguridad jurídica y el derecho administrativo sancionador. Primeramente, en la acción de inconstitucionalidad 4/2006 se sostuvo que “el derecho administrativo sancionador posee como objetivo garantizar a la colectividad en general, el desarrollo correcto y normal de las funciones reguladas por las leyes administrativas”. En esos términos, la sanción administrativa cumple en la ley y en la práctica distintos objetivos preventivos o represivos, correctivos, disciplinarios o de castigo.
65.
En la acción de inconstitucionalidad 47/2019 y su acumulada 49/2019 se retomó dicho criterio y a su vez, se precisó que la pena administrativa guarda una similitud fundamental con la sanción penal, toda vez que “como parte de la potestad punitiva del Estado, ambas tienen lugar como reacción frente a lo antijurídico”. En ambos supuestos, la conducta humana es ordenada o prohibida bajo la imposición de una pena. Luego, el hecho de que esta pena la imponga un tribunal o la autoridad administrativa constituye una diferencia jurídico-material entre los dos tipos de normas. Por lo que, tratándose de normas relativas a un procedimiento administrativo sancionador, es válido acudir a las técnicas garantistas del derecho penal, en el entendido que la aplicación de dichas garantías al procedimiento administrativo sólo es posible cuando resulten compatibles con su naturaleza.
66.
Lo anterior, se puede observar en la Jurisprudencia P./J. 99/2006 de rubro: “DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARA LA CONSTRUCCIÓN DE SUS PROPIOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES ES VÁLIDO ACUDIR DE MANERA PRUDENTE A LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL DERECHO PENAL, EN TANTO AMBOS SON MANIFESTACIONES DE LA POTESTAD PUNITIVA DEL ESTADO”.

67.
Asimismo, resultan orientadoras al asunto la tesis 1a. CCCXVI/2014 (10a.) “DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD DEBE MODULARSE EN ATENCIÓN A SUS ÁMBITOS DE INTEGRACIÓN”
 y la jurisprudencia 2a./J. 124/2018 (10a.) “NORMAS DE DERECHO ADMINISTRATIVO. PARA QUE LES RESULTEN APLICABLES LOS PRINCIPIOS QUE RIGEN AL DERECHO PENAL, ES NECESARIO QUE TENGAN LA CUALIDAD DE PERTENECER AL DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR”.

68.
También, el Pleno de esta SCJN en la acción de inconstitucionalidad 34/2019
 sostuvo que “la garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal no se limita a los actos de aplicación, sino que incluye la ley que se aplica”, de manera que debe ser redactada de forma “clara, precisa y exacta para que el gobernado esté cierto de la conducta infractora y de la sanción aplicable”. Además, debe incluir todos sus elementos, características, condiciones, términos y plazos, para evitar confusiones en su aplicación o menoscabo en la defensa del procesado o interesado.
69.
De igual forma, refiere que el principio de legalidad se conforma por diversos subprincipios, entre los que se encuentra el de taxatividad que se traduce en la exigencia de que los textos en los que se recogen las normas sancionadoras describan con suficiente precisión las conductas que están prohibidas y las sanciones aplicables a quienes incurran en ellas.
70.
En dicho precedente se enfatizó que “la precisión de las disposiciones es una cuestión de grado, de modo que, no sólo son válidas las normas sobre las que exista plena certeza de la conducta infractora y de la sanción aplicable, pues ello es lógicamente imposible” ya que el legislador no está obligado a definir cada vocablo o locución utilizada al redactar el precepto sancionatorio. Lo que se pretende al examinar una norma es “determinar que su grado de imprecisión es razonable, es decir, que es lo suficientemente clara”.
71.
Lo que se ha pretendido con el análisis e interpretación del principio de legalidad reconocido en el artículo 14 constitucional es garantizar la seguridad jurídica de las personas en dos dimensiones:
1.
Permitir la previsibilidad de las consecuencias de los actos propios y, por tanto, la planeación de su vida cotidiana, y
2.
Proscribir la arbitrariedad de la autoridad para sancionar a las personas.

72.
La Segunda Sala de este alto tribunal en el amparo directo en revisión 4679/2015
 sostuvo que las infracciones administrativas deben entenderse como el comportamiento contraventor de lo dispuesto en una disposición jurídica a la que se apareja una sanción consistente en la privación de un bien o un derecho y que no aparece calificado en el ordenamiento jurídico como delito.

73.
Asimismo, en el amparo directo en revisión 4500/2015
 determinó que para considerar que se está frente al derecho administrativo sancionador se deben satisfacer dos condiciones:
1.
Que se trate de un procedimiento que pudiera derivar en la imposición de una pena o sanción (elemento formal), y
2.
Que el procedimiento se ejerza como una manifestación de la potestad punitiva del Estado (elemento material).

74.
En ese sentido, para considerar un procedimiento como una revelación de una facultad punitiva del Estado y, por ende, como administrativo sancionador, es necesario que se advierta que su sustanciación sea con la intención manifiesta de determinar si es procedente condenar o sancionar una conducta que se estima reprochable para el Estado por la comisión de un ilícito, en aras de salvaguardar el orden público y el interés general, es decir, ese procedimiento debe tener un fin represivo de una conducta que se considere administrativamente ilícita.

75.
Los preceptos tildados de inconstitucionales son reglas que facultan a la autoridad administrativa para imponer sanciones por su incumplimiento (elemento formal), a través de un procedimiento cuya finalidad es sancionar a quienes conduzcan bajo los efectos del alcohol y a quienes no cuenten con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros (elemento material).
76.
En ese sentido, las normas reclamadas no vulneran el principio de seguridad jurídica, ya que existe plena certeza de la conducta que se sanciona, así como de las consecuencias jurídicas de su incumplimiento, es decir, en el supuesto de la porción normativa contenida en el artículo 127 de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial estatal las personas que conduzcan bajo el influjo del alcohol y den positivo a una prueba de alcoholimetría son sabedores de que su licencia de conducir será suspendida por un periodo de un año, por lo que es clara la conducta y la sanción. Por otro lado, por cuanto hace al artículo 168 de dicho ordenamiento, la conducta es clara (al remitir al artículo 26); si no se cuenta con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros, la consecuencia es la cancelación de la licencia de conducir, y que no se pueda expedir una nueva en una temporalidad de hasta diez años.
77.
Es decir, son lo suficientemente claras para permitir a las personas prever las consecuencias de sus actos y proscribir la arbitrariedad de la autoridad para sancionarlas.
78.
A mayor abundamiento, debe mencionarse que el Poder Ejecutivo de Puebla con fecha ocho de septiembre del dos mil veinticinco emitió el Decreto del Ejecutivo del Estado, por el que se expide el Reglamento de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla, que establece los elementos faltantes a juicio de la Comisión accionante, relativos al control de alcoholemia, consistentes en el objeto, sujeto, base para calcular la gravedad de la infracción y los funcionarios que deben intervenir en la aplicación de sanciones administrativas. Los artículos 42, fracción I, y 43 a 45
 de dicho reglamento, precisan el límite máximo de niveles de alcohol en aire espirado y en sangre sancionables en cada uno de los sujetos activos de la infracción (motociclista, automovilista, operadores de transporte público o menores), el procedimiento para la realización de la prueba, y los funcionarios que participarán en las pruebas de alcoholemia (personal calificado de la Secretaría de Movilidad y Transporte de la entidad, quienes fungirán como auxiliares del Ministerio Público). Por lo que, resulta claro que con la norma reglamentaria, se elimina cualquier riesgo de arbitrariedad en la aplicación de la sanción administrativa impugnada.
79.
Por las consideraciones vertidas, este alto tribunal concluye que la porción normativa contenida en el artículo 127 de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla no es inconstitucional.
80.
Sin embargo, conforme a lo previsto en el artículo 40 de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la CPEUM,
 en suplencia de los conceptos de invalidez hechos valer por la comisión estatal accionante, esta SCJN procede a realizar el estudio respecto de la cancelación de la licencia de conducir por una temporalidad de hasta diez años prevista en el artículo 168 de la citada Ley.
81.
El artículo 168 prevé la cancelación de la licencia para conducir, y la restricción de que se pueda expedir una nueva en una temporalidad de hasta diez años a las personas que incumplan con lo previsto en el artículo 26 de dicho ordenamiento, supuesto en el que se encuentra el contar con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros. Si bien, a la luz de lo previamente estudiado, este artículo no viola los principios de legalidad y seguridad jurídica, este Pleno estima que la sanción mencionada es inconstitucional porque es ineficaz para lograr la seguridad vial de las personas, carece de la debida motivación y no es medianamente proporcional a la gravedad de la infracción.
82.
Por un lado, debe evaluarse la eficacia que tiene la cancelación de la licencia de conducir de aquellas personas que no cuenten con un seguro de responsabilidad civil de daños contra terceros, para proteger el derecho a la vida, integridad física y propiedad de las personas. En ese sentido, este alto tribunal estima que dicha medida resulta ineficaz para preservar tales derechos.
83.
Aplicando los principios del derecho penal al derecho administrativo sancionador, las sanciones deberán de ser proporcionales a la conducta que se sancione y al bien jurídico afectado.
84.
En ese sentido, la sanción consistente en la cancelación de la licencia de conducir, así como la restricción de que se pueda expedir alguna otra por un periodo de hasta diez años, resulta desproporcional a la conducta sancionada y a ningún fin práctico llevaría la cancelación por dicho periodo de tiempo, pues la obligación de contar con un seguro de responsabilidad civil por daños contra terceros es una garantía que se concreta para el caso de que ocurra un siniestro de tránsito. Asimismo, resulta importante señalar que ante dicha omisión ya existe una sanción pecuniaria prevista en el artículo 164 de dicho ordenamiento, consistente en una multa que puede ir de veinte a cuarenta veces la UMA.
85.
No ocurre lo mismo con lo dispuesto en el artículo 127 de dicha Ley, que prevé la suspensión de la licencia por un año a las personas que conduzcan bajo los efectos del alcohol. En ese caso, la medida es eficaz porque contribuye a evitar que las personas conduzcan bajo los influjos del alcohol, y es meridianamente razonable en relación con el bien jurídico que tutela y la gravedad de la conducta.
86.
En cambio, en el supuesto del artículo 168, la obligación de que una persona conduzca con un seguro de responsabilidad civil por daños contra terceros tiene el objeto de garantizar la reparación del daño en caso de un hecho de tránsito. En ese sentido, la falta del seguro correspondiente, no implica que la persona conductora ponga en peligro estos bienes jurídicos por una conducta irresponsable como sucede en el supuesto de la conducción bajo los influjos del alcohol, sino que en el momento de ocasionar daños personales o materiales, la persona deberá hacer frente al pago de una reparación del daño, conducta de naturaleza diferente, pues a causa de la culpa, será responsable civilmente de los daños que ocasione su vehículo automotor.
87.
Por lo tanto, este Pleno considera bastante y suficiente la sanción pecuniaria que se encuentra facultada a imponer la autoridad administrativa al conductor del vehículo motorizado, para estimar que se responde a la necesidad de castigar la conducta del particular que infringe los ordenamientos de tránsito, y se desincentive la práctica de la conducta analizada.
88.
Aunado a lo anterior, del análisis realizado a la exposición de motivos de las tres iniciativas de Ley presentadas, así como del dictamen emitido por la Junta de Gobierno y Coordinación Política del Congreso del Estado Libre y Soberano de Puebla, no se desprende justificación alguna que haga presumir que la medida consistente en la cancelación de la licencia hasta por un periodo de diez años, resulta eficaz para alcanzar el fin perseguido, pues el constituyente local argumenta de forma genérica la necesidad de preservar la seguridad vial de las personas; sin embargo, la finalidad real consiste en que el propietario de un vehículo automotor cuente con los elementos financieros necesarios para hacer frente a los daños materiales y personales que pudiera ocasionar a un tercero por hechos de tránsito, es decir, la medida no tiene por objeto prevenir o inhibir conducta alguna que provoque un aumento o disminución de los hechos de tránsito, en consecuencia, se considera que, en los hechos, no tiene efectividad pues no contribuye a la seguridad vial de las personas, en tanto que no mitiga los riesgos que implica la actividad regulada.
89.
Resulta aplicable por analogía lo previsto en la Jurisprudencia 1a./J. 114/2010 emitida por la Segunda Sala de esta SCJN cuyo rubro es: “PENAS Y SISTEMA PARA SU APLICACIÓN. CORRESPONDE AL PODER LEGISLATIVO JUSTIFICAR EN TODOS LOS CASOS Y EN FORMA EXPRESA, LAS RAZONES DE SU ESTABLECIMIENTO EN LA LEY”.

90.
No pasa inadvertido que el artículo 168 de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla remite al artículo 26 de dicho ordenamiento, en el cual, se prevén diversas conductas infractoras que no son objeto de la presente acción de inconstitucionalidad; no obstante, para este alto tribunal es procedente decretar la invalidez del artículo 168 del DECRETO del Honorable Congreso del Estado, por el que se aprueba la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad el día cinco de diciembre de dos mil veintitrés, únicamente respecto del supuesto previsto en la fracción XXX del artículo 26 de dicho ordenamiento, al contener una sanción excesiva y desproporcionada, con independencia de las conductas infractoras descritas en el referido artículo 26, pues dicha sanción no es eficaz para lograr la seguridad vial de las personas ni medianamente proporcional a la gravedad de la infracción analizada.
VII. EFECTOS
91.
Los artículos 41, fracción IV, y 45, párrafo primero,
 en relación con el numeral 73 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
 indican que las sentencias pronunciadas en acciones de inconstitucionalidad deben establecer sus alcances y efectos, para lo cual se deberá fijar con precisión los órganos obligados a cumplirla, las normas o actos respecto de los cuales opere, así como todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda.
92.
En atención a las consideraciones desarrolladas en el considerando sexto de esta sentencia, se declara la invalidez del artículo 168 del DECRETO del Honorable Congreso del Estado, por el que se aprueba la LEY DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL DEL ESTADO DE PUEBLA, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad el día cinco de diciembre de dos mil veintitrés, únicamente respecto del supuesto previsto en la fracción XXX del artículo 26 de dicho ordenamiento, en el entendido de que dicha invalidez únicamente aplica para la conducta contenida en la fracción referida.
93.
La declaratoria de invalidez surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Puebla.
VIII. DECISIÓN
Por lo antes expuesto, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve:

PRIMERO. Es procedente y parcialmente fundada la acción de inconstitucionalidad 1/2024 promovida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla.

SEGUNDO. Se reconoce la validez de las porciones normativas contenidas en los artículos 26, fracción XXX, 73, fracción VI, 127, 153 y 164 del DECRETO del Honorable Congreso del Estado, por el que se aprueba la LEY DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL DEL ESTADO DE PUEBLA, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad el día cinco de diciembre de dos mil veintitrés.

TERCERO. Se declara la invalidez del artículo 168 del DECRETO del Honorable Congreso del Estado, por el que se aprueba la LEY DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL DEL ESTADO DE PUEBLA, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad el día cinco de diciembre de dos mil veintitrés, únicamente respecto del supuesto previsto en la fracción XXX del artículo 26 de dicho ordenamiento, la cual surtirá efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de Puebla.

CUARTO. Publíquese esta sentencia en el Diario Oficial de la Federación, en el Semanario Judicial de la Federación y en el Periódico Oficial del Estado de Puebla.

Notifíquese; mediante oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

En relación con el punto resolutivo primero:

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto de los apartados del I al IV relativos, respectivamente, a la competencia, a la precisión de las normas impugnadas, a la oportunidad y a la legitimación.

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del apartado V, relativo a las causas de improcedencia y sobreseimiento. La señora Ministra Esquivel Mossa votó en contra y por el sobreseimiento de la fracción XXX del artículo 26 de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla.

En relación con el punto resolutivo segundo:

Se aprobó por mayoría de seis votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf con consideraciones adicionales, Figueroa Mejía por consideraciones distintas y adicionales y Guerrero García, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su tema 1, consistente en reconocer la validez del artículo 26, fracción XXX, en su porción normativa ‘sin seguro de responsabilidad civil por daños a terceros’, de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla. Las personas Ministras Ríos González, Esquivel Mossa y Presidente Aguilar Ortiz votaron en contra. Las personas Ministras Herrerías Guerra, Figueroa Mejía y Guerrero García anunciaron sendos votos concurrentes.
Se aprobó por mayoría de siete votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Esquivel Mossa, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf con consideraciones adicionales, Figueroa Mejía por consideraciones distintas y adicionales y Guerrero García, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su tema 1, consistente en reconocer la validez de los artículos 73, párrafo segundo, fracción VI, en su porción normativa ‘y seguros registrados por vehículo’, 153 y 164 (al tenor de la interpretación conforme propuesta) de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla. Las personas Ministras Ríos González y Presidente Aguilar Ortiz votaron en contra. Las personas Ministras Herrerías Guerra, Esquivel Mossa, Figueroa Mejía y Guerrero García anunciaron sendos votos concurrentes.
Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía con razones adicionales, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su tema 2, consistente en reconocer la validez del artículo 127, párrafo segundo, en su porción normativa ‘le será suspendida por un periodo de un año la licencia de conducir. Dicha información deberá ser remitida para la integración del registro correspondiente en el historial de la persona conductora’, de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla. Las personas Ministras Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía y Guerrero García anunciaron sendos votos concurrentes.

En relación con el punto resolutivo tercero:

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa por consideraciones distintas y separándose de su párrafo 81, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf por consideraciones adicionales, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su tema 2, consistente en declarar la invalidez, en suplencia de la queja, del artículo 168 de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla. El señor Ministro Figueroa Mejía votó en contra y anunció voto particular. Las personas Ministras Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf y Guerrero García anunciaron sendos votos concurrentes.

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa apartándose del párrafo 90, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del apartado VII, relativo a los efectos, consistente en determinar que la declaratoria de invalidez decretada surta a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Puebla. La señora Ministra Esquivel Mossa anunció voto concurrente.

En relación con el punto resolutivo cuarto:

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz.

El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados.

Firman el señor Ministro Presidente y la señora Ministra Ponente con el Secretario General de Acuerdos, quien da fe.
Presidente, Ministro Hugo Aguilar Ortiz.- Firmado electrónicamente.- Ponente, Ministra Lenia Batres Guadarrama.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Licenciado Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copias fotostática constante de diecinueve fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 1/2024, promovida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del seis de octubre de dos mil veinticinco. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a veinticuatro de febrero de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA SEÑORA MINISTRA YASMÍN ESQUIVEL MOSSA, EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 1/2024.
En sesión de seis de octubre de dos mil veinticinco, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 1/2024, promovida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla, en contra de los artículos 26, fracción XXX, 73, fracción VI, 127, 153, 164 y 168 de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial de esa entidad federativa, expedida mediante Decreto publicado en el Periódico Oficial local el cinco de diciembre de dos mil veintitrés.

Criterio mayoritario.

El Tribunal Pleno reconoció la validez de los artículos 26, fracción XXX; 73, fracción VI; 127; 153 y 164 impugnados, y se declaró la invalidez del artículo 168, únicamente en lo relativo a la sanción de cancelación de la licencia de conducir hasta por diez años, aplicable a quienes no cuenten con seguro de responsabilidad civil por daños a terceros.
La mayoría estimó que la obligación de las personas que conduzcan vehículos motorizados de contratar un seguro de responsabilidad por daños a terceros, para poder circular y en caso de no contar con dicho seguro, ser sancionadas con multa de 20 a 40 veces la Unidad de Medida y Actualización, no viola la libertad de tránsito, en la medida en que no se coarta la posibilidad para que las personas puedan transitar libremente por el territorio de la entidad federativa; ni tampoco se transgrede el derecho a la movilidad, pues lo que busca el legislador es prevenir y reducir los factores de riesgo asociados a siniestros de tránsito, garantizando condiciones de seguridad vial, lo que, en su caso, tiene por efecto la reparación integral de los daños que se puedan causar a terceros.

Asimismo, se consideró válida la multa prevista en el artículo 164, de 20 a 40 veces la Unidad de Medida y Actualización, a las personas conductoras de vehículos motorizados que no cuenten con este seguro, al considerarse proporcional la sanción en la medida en que establece un rango que permite individualizar la sanción al caso concreto, acorde con lo establecido en el artículo 22 constitucional.

Finalmente, se afirmó que tampoco se viola la libertad contractual, porque de ninguna forma se impone la contratación con alguna institución de seguros en particular, sino que puede ser contratado con cualquier institución, en términos del segundo párrafo del artículo 153 impugnado.

Razones de concurrencia.

Si bien comparto el sentido de la resolución aprobada por el Tribunal Pleno, formulo el presente voto concurrente para dejar precisadas algunas consideraciones que, desde mi perspectiva, complementan y matizan los razonamientos contenidos en el fallo finalmente aprobado.

I.
Artículos 26, fracción XXX; 73, fracción VI; 153 y 164.

Coincido con la mayoría en reconocer la validez de las disposiciones que establecen la obligación de contar con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros, así como la posibilidad de imponer sanciones pecuniarias por su incumplimiento.

En primer lugar, señalé que no comparto el reconocimiento de validez de la fracción XXX del artículo 26 impugnado, ya que, en mi opinión, la acción debió sobreseerse por cesación de efectos respecto de este precepto, toda vez que fue reformado por Decreto publicado en el Periódico Oficial del Estado de Puebla el 18 de junio de 2025, y se añadieron las porciones normativas “o distintivos, según corresponda”; y, “o con placas alteradas u ocultas total o parcialmente”, lo cual, para mí, constituye un nuevo acto legislativo.

Por otro lado, me manifesté a favor de reconocer la validez de los artículos 73, fracción VI y 153, impugnados, que prevén la obligación de las personas conductoras de vehículos motorizados de contar con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros y la suspensión o cancelación de la licencia de conducir por dar positivo a la prueba de alcoholimetría o no contar con un seguro de responsabilidad civil, respectivamente.

Contrario a lo argumentado por la Comisión local accionante, tales preceptos no son contrarios al derecho humano al libre tránsito ni a la libertad contractual, pues de ninguna forma se coarta la posibilidad para que las personas puedan transitar libremente por el territorio de la entidad federativa, sino solamente para que lo hagan conforme el requisito razonable de garantizar la posible responsabilidad civil en que puedan incurrir por accidentes; esto, para prevenir y reducir los factores de riesgo asociados a siniestros de tránsito, garantizando condiciones de seguridad vial.

Sin embargo, considero pertinente precisar que dichas disposiciones deben interpretarse de manera sistemática con el artículo 4o. de la Constitución Federal, el cual dispone que: “Toda persona tiene derecho a la movilidad en condiciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad”, así como con los principios de movilidad segura, accesible y sostenible, previstos en la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, de modo que su aplicación no implique cargas desproporcionadas a las personas conductoras, especialmente a quienes se encuentran en situación de vulnerabilidad económica.
Desde esa óptica, el requisito de seguro obligatorio no puede entenderse como una restricción al derecho de libre tránsito, sino como una medida razonable de seguridad vial que debe implementarse bajo parámetros de proporcionalidad y equidad económica.

Asimismo, me pronuncié por el reconocimiento de validez del artículo 164, el cual prevé la sanción de multa de 20 a 40 la Unidad de Medida y Actualización, a quienes no cuenten con dicho seguro de responsabilidad vigente, toda vez que se ajusta a la prohibición de multas excesivas prevista en el artículo 22 constitucional, en la medida en que prevé un mínimo y un máximo que permitirá graduar la sanción de acuerdo con las condiciones de la persona infractora y de las demás circunstancias del caso.

II.
Artículo 127.

Comparto el sentido del fallo que reconoce la validez del precepto relativo a la suspensión por un año de la licencia de conducir en caso de dar positivo en una prueba de alcoholimetría, pues considero que se trata de una medida razonable al disuadir este tipo de conductas que producen accidentes con daños en los bienes y en las personas; dicha disposición busca proteger la seguridad vial y la integridad de las personas, lo que claramente se orienta a finalidades constitucionales legítimas.

III.
Artículo 168.

Si bien coincido con la mayoría en que la medida prevista —cancelación de la licencia de conducir hasta por diez años por carecer de seguro de responsabilidad civil por daños a terceros— resulta inconstitucional, me aparto de las consideraciones de la mayoría.

Considero inválido el artículo 168, toda vez que, para mí, la norma incurre en diversas imprecisiones en su redacción contrarias al principio de tipicidad –aplicable al derecho administrativo sancionador– pues, en primer lugar, hace una remisión genérica al artículo 261 de la propia Ley, para penalizar con la cancelación de la licencia hasta por un plazo de 10 años, de manera que la autoridad podría aplicar tal sanción a quienes incurran en las prohibiciones contenidas a lo largo de las 34 fracciones del referido artículo 26, tales como dar vuelta en U en lugares prohibidos, entre otras numerosas infracciones de tránsito de menor o de igual importancia, circunstancia que torna a la norma altamente sobreinclusiva, sin que pueda corresponder a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación determinar a cuál de todas esa fracciones quiso referirse el legislador.

En segundo lugar, el artículo 168 también remite al artículo 167, para precisar que “…además de las sanciones señaladas en el artículo anterior, la cancelación de licencia para conducir…”. Sin embargo, revisado el texto del diverso artículo 167 se observa que no prevé alguna sanción, sino que solamente prevé, en términos generales, que se establecerán en los reglamentos los criterios para calificar las sanciones, los procedimientos, plazos para su ejecución y los supuestos en que operará la retención de los vehículos.

Asimismo, me aparto de la consideración (párrafo 81) en la que establece que el artículo 168 es inconstitucional porque, entre otras razones, “carece de la debida motivación”, ya que para mí este tipo de leyes –en las que se prevén sanciones de carácter administrativo–, no es necesario que el legislador ofrezca una motivación individualizada de cada norma sancionatoria, sino que basta con que quien la emita tenga facultades para ello y se trate de regular un aspecto de la vida social de reclama ser legislado.

IV.
Efectos.

Me aparto de la consideración (párrafo 90) relativa a que la invalidez del artículo 168, únicamente aplica para la conducta contenida en la fracción XXX del artículo 26, de la propia Ley reclamada.
Para mí, la invalidez comprende cualquier referencia a todas y cada una de las treinta y cuatro fracciones del artículo 26, en tanto el artículo 168 invalidado, fue omiso en precisar a cuál de todas las fracciones del articulo 26 quiso referirse, sin que a esta Corte le corresponda legislar al respecto; incluso, dada la redacción de este párrafo, podría llegar a entenderse que la cancelación de la licencia hasta por diez años prevista en el artículo 168, no sólo será aplicable al hecho de circular sin seguro de responsabilidad civil por daños a terceros, pero que sigue siendo aplicable a las demás conductas precisadas en las diversas fracciones del numeral 26, en las que se prevén faltas de tránsito, que muchas de ellas son de escasa importancia.
Por estos motivos, me pronuncié a favor del sentido de la sentencia, pero por razones diversas a las de la mayoría, acorde con la concurrencia que se expone en este voto.
Atentamente

Ministra Yasmín Esquivel Mossa.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de cinco fojas útiles, en las que se cuentan esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente que formula la señora Ministra Yasmín Esquivel Mossa, en relación con la sentencia del seis de octubre de dos mil veinticinco, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 1/2024, promovida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a veinticuatro de febrero de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA MINISTRA SARA IRENE HERRERÍAS GUERRA EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 1/2024

En sesión de seis de octubre de dos mil veinticinco, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad citada al rubro, en la cual se analizó la constitucionalidad de diversas disposiciones de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla, que establecen la obligatoriedad de que todo vehículo motorizado que circule en la entidad federativa cuente con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros, así como las multas por su incumplimiento, y los preceptos que prevén la suspensión o cancelación de la licencia de conducir por dar positivo en la prueba de alcoholimetría o por no contar con dicho seguro.
En particular, en el presente asunto se examinó la obligación prevista en los artículos 26, fracción XXX; 73, fracción VI; 153 y 164 de la Ley referida, que imponen a las personas conductoras de vehículos motorizados el deber de contar con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros. La Comisión local de derechos humanos accionante sostuvo que tales disposiciones vulneraban los derechos al libre tránsito, a la movilidad, a la seguridad jurídica, a la libertad contractual y a la autonomía de la voluntad, así como el principio de legalidad.
Al respecto, las Ministras y los Ministros de este Alto Tribunal resolvieron que el hecho de que las disposiciones impugnadas prevean la obligación de que las personas conductoras cuenten con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros no implica una restricción al libre desplazamiento, pues las personas pueden hacerlo con total libertad; se trata únicamente de un requisito aplicable al medio de transporte específico, y no a la persona que se desplaza.
Asimismo, se declararon infundados los argumentos relativos a que los artículos impugnados vulneran los principios de autonomía de la voluntad y libertad contractual, ya que –contrario a lo sostenido por la accionante– dichos preceptos no regulan las condiciones bajo las cuales las personas deben estructurar sus relaciones jurídicas. Quienes deseen conducir un vehículo motorizado pueden libremente contratar el seguro con la institución de su preferencia, y obligarse en los términos que mejor convengan a sus intereses.
En cuanto a la multa prevista en el artículo 164 de la Ley impugnada, se declaró infundado el argumento de la accionante en el sentido de que es desproporcionada y excesiva, así como que vulnera el principio de certeza jurídica, dado que la legislación contempla un mecanismo de gradualidad para fijar el monto de la multa correspondiente.
Si bien comparto el sentido de la resolución en cuanto a reconocer la validez de los preceptos impugnados, considero oportuno expresar mi postura respecto de las disposiciones analizadas, así como la metodología que, en mi opinión, contribuye a reforzar las conclusiones alcanzadas.
En primer lugar, respecto de la supuesta vulneración a la libertad de tránsito planteada por la comisión accionante, coincido en que la medida es válida y no incide directamente en dicha libertad. Además, considero que la medida tampoco afecta de manera frontal en el derecho a la movilidad, en los términos definidos por la extinta Segunda Sala en la tesis 2a./J. 70/2023 (11a.).1 En su dimensión individual, la medida no limita la posibilidad de las personas de desplazarse libremente y, mientras existan diversos medios de transporte en la entidad federativa, tampoco se afecta este derecho fundamental en su dimensión colectiva. De otra manera, se podría considerar que el alcance del derecho a la movilidad incluye la prerrogativa de conducir o transportarse en automóvil particular de manera incondicional y omnímoda, lo que implica una interpretación desproporcionada de tal derecho.
No obstante, considero que la medida sí incide en el derecho de propiedad sobre los vehículos automotores, en su vertiente de uso, al establecer que aquellos que circulen en el estado de Puebla deben estar cubiertos por un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros. Bajo esta óptica, estimo que es pertinente aplicar un test de proporcionalidad ordinario para justificar la constitucionalidad de la medida frente a dicho derecho.
En ese sentido, la medida persigue un fin legítimo, consistente en la protección de terceros involucrados en accidentes de tránsito, la reparación integral de los daños ocasionados, la seguridad vial, y como se señaló en la resolución del asunto, la propia solvencia económica de los responsables de los accidentes. Es idónea, pues está dirigida a la consecución de ese fin legítimo. Es necesaria, ya que no existe una medida alternativa igualmente eficaz y menos restrictiva. En este sentido, como se menciona en la sentencia, esta medida ha sido adoptada tanto por la Federación y las entidades federativas como por múltiples jurisdicciones internacionales, en algunos casos desde hace décadas. Finalmente, la medida impugnada es proporcional en sentido estricto, porque el costo del seguro obligatorio resulta significativamente menor al posible costo catastrófico que supondría enfrentar individualmente los daños derivados de un accidente de tránsito, y también inferior al costo derivado de la inseguridad de todos los involucrados en la movilidad.
Por tanto, considero que la obligación analizada se justifica plenamente al superar el test de proporcionalidad referido, antes incluso de fundarse en el deber a cargo del Estado de garantizar que las personas puedan desplazarse en condiciones de seguridad vial, derivado de la interpretación del derecho a la movilidad realizada por este Alto Tribunal.
Lo anterior, desde luego, como se hace constar en la tesis 2a./J. 10/2019 (10a.)2, sin que ello implique que la aplicación del test de proporcionalidad sea obligatoria, pues constituye únicamente uno de los métodos posibles para dirimir la violación a derechos fundamentales y no significa que sea la única vía para determinar si ha existido o no la violación alegada. Sin embargo, en el caso concreto, considero que su utilización contribuye a justificar la incidencia en el derecho de propiedad de los vehículos automotores por la obligación de contar con un seguro de responsabilidad civil de daños a terceros.
Por las mismas razones hasta aquí desarrolladas, la medida no viola los derechos de libertad de comercio ni el principio de autonomía de la voluntad. Asimismo, se confirma la constitucionalidad de la multa que establece el artículo 164 de la Ley impugnada.
Por las razones anteriormente expuestas, me permito formular el presente voto concurrente.
Atentamente

Ministra Sara Irene Herrerías Guerra.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de tres fojas útiles, en las que se cuentan esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente que formula la señora Ministra Sara Irene Herrerías Guerra, en relación con la sentencia del seis de octubre de dos mil veinticinco, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 1/2024, promovida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la federación.- Ciudad de México, a veinticuatro de febrero de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
SEGURO CONTRA DAÑOS A TERCEROS COMO LÍMITE VÁLIDO A LA LIBERTAD DE TRÁNSITO

VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO ARÍSTIDES RODRIGO GUERRERO GARCÍA RESPECTO DE LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 1/2024
Sumario.

La finalidad del presente voto es señalar las razones por las cuales no se comparte la metodología que se adoptó para analizar la constitucionalidad de la obligación de todas las personas que adquieran un automóvil a contratar un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros.

La acción de inconstitucionalidad que nos ocupa tiene como origen la demanda de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla en la que se cuestionó la constitucionalidad, entre otros, del artículo 153 de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla, que establece la obligación de que todos los autos que circulen en el Estado de Puebla cuenten con un seguro de daños contra terceros.

Por mayoría de siete votos, el Pleno de esta Corte reconoció la validez de la disposición impugnada, al considerar que, efectivamente, es constitucionalmente válido el requisito establecido por el legislador poblano, el cual no sólo busca contribuir a la mejora en la cultura vial en el Estado sino a proteger la vida y la salud de los usuarios de la vía pública.

Si bien compartí la propuesta de la Ministra Lenia Batres Guadarrama de reconocer la validez de la medida, considero que la vía para analizar su constitucionalidad debió ser un test de razonabilidad para determinar si esta medida, que restringe la libertad de la ciudadanía poblana para circular dentro de su territorio con un automóvil, está justificada.

En consecuencia, el presente voto concurrente se estructura de la siguiente manera: primero, se reflexiona sobre la pertinencia de analizar la constitucionalidad de la norma a través de un test de razonabilidad; segundo, se aplica dicho test al caso concreto y; por último, en el tercer punto se presentan las conclusiones alcanzadas con el estudio realizado.

I.
Pertinencia de analizar la constitucionalidad de dicha medida a través de un test de razonabilidad.

Nos encontramos frente a la colisión de principios constitucionales que limitan el ejercicio de una libertad, esto es, la seguridad vial y la protección a la vida se materializan en la norma impugnada como una restricción a la libertad de libre tránsito en el Estado de Puebla1.

Robert Alexy ha propuesto como herramienta para resolver los conflictos entre principios a la ponderación. En términos de Alexy: “Las posibilidades jurídicas de la realización de un principio están determinadas esencialmente, más que por las reglas, por los principios opuestos. Esto significa que los principios dependen de y requieren ponderación. La ponderación es la forma característica de la aplicación de principios”2.
De esta manera, la razonabilidad y, en específico, un test de razonabilidad o proporcionalidad, nos permite analizar bajo qué circunstancias un principio predomina sobre otro o se ponderan para que ambos sobrevivan3. ¿Pero, qué implica este test?

Debemos partir de la base del artículo 14 constitucional, que exige que todo acto emitido por una autoridad esté debidamente fundado y motivado. De ahí que no se pueda entender lo razonable o proporcional de otra manera que aquello que está justificado o, en otras palabras, que no es arbitrario. Lo relevante aquí es que, como lo señala Lamparello, la razonabilidad sin método puede derivar en un abuso discrecional y tener como consecuencia una sentencia muy poco razonable4.
Es por ello que, para evitar esa posibilidad de abuso discrecional, es importante el establecimiento de un test, que esté formado por directrices y reglas claras que permitan desarrollar argumentos lógicos y consecuentes, que concluyan en una ponderación objetiva de los principios constitucionales en colisión.

Zaring define al test como la construcción de una serie de categorías que se integran por un objetivo específico, una construcción de varios criterios tipo listado. Se trata de criterios o categorías objetivas que se aplican de forma prudencial a partir de las circunstancias del caso5.
Este listado, según la doctrina, los precedentes que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido en casos análogos y de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos se ha condensado de la siguiente manera:

1)
Análisis del principio de legitimidad del objetivo de la restricción.

2)
Análisis del principio de necesidad del objetivo para una sociedad democrática.

3)
Análisis de la racionalidad causal, idoneidad o adecuación.

4)
Análisis del principio de proporcionalidad en sentido estricto.

I.
Test de razonabilidad aplicado al caso concreto.

En el caso, el artículo 153 de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla, que establece la obligación a que todo vehículo motorizado que circule en el Estado debe estar cubierto por un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros es razonable:

En primer lugar, porque la imposición del seguro persigue un fin constitucionalmente válido pues su finalidad es garantizar el cumplimiento de la obligación del Estado, con la participación de particulares, de proteger la vida, la salud y el patrimonio de las personas usuarias de la vía pública.
El derecho de movilidad reconocido en el artículo cuarto de la Constitución Federal garantiza que todas las personas puedan desplazarse de manera segura, accesible, eficiente, sustentable, inclusiva e igualitaria. La medida bajo análisis tiene propósito es proteger a terceros y a los propios conductores frente a daños derivados de accidentes de tránsito.

La medida es idónea y necesaria, toda vez que contar con un seguro permite el acceso a servicios médicos inmediatos y a garantizar el pago de cubrir daños materiales y personales ocasionados por un accidente, lo que reduce los impactos sociales y económicos de los siniestros viales, existiendo una conexión lógica entre la obligación y el fin de garantizar la seguridad vial y la protección de víctimas, siendo no solo una dimensión individual, sino que se busca un fin colectivo.

Al respecto, desde la resolución del amparo en revisión 410/2012 —resuelto por la extinta Primera Sala en sesión de veintiuno de noviembre de dos mil doce—, se ha reconocido que existe una obligación para que el ámbito de la contratación de seguros, no obstante ser de índole privado, contribuya al cumplimiento de los principios constitucionalmente reconocidos.

Esta concepción parte de la base de que no puede aceptarse a la contratación de seguros como un régimen único y exclusivo del derecho privado, en especial cuando el mismo versa en ámbitos relativos a la protección de la salud de las personas.

Siguiendo la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en Casos como Vera Rojas Vs Chile, es responsabilidad del Estado garantizar que las empresas cuenten prácticas de buen gobierno corporativo con enfoque stakeholder (interesado o parte interesada), que supongan acciones dirigidas a orientar la actividad empresarial hacia el cumplimiento de las normas y los derechos humanos, incluyendo y promoviendo la participación y compromiso de todos los interesados vinculados, y la reparación de las personas afectadas.

De esta forma, si el Estado ha incluido como obligación la de contar con un seguro que sirva como garantía del derecho a salud en instituciones privadas, corresponde al propio Estado a regular y fiscalizar sus acciones, pues sus actividades pueden implicar graves riesgos al acceso a la salud de las personas, e incluso comprometer la responsabilidad internacional del Estado por el incumplimiento del deber de respetar los derechos. Esto es así porque, en situaciones como la presente, la institución privada, aunque realice una función de aseguramiento, actúa en la esfera de un servicio de naturaleza pública, ejerciendo atribuciones inherentes al poder público6.

Así, tomando en consideración que uno de los bienes jurídicos protegidos mediante la celebración de contratos de seguros es el derecho a la salud, y en virtud de que el mismo constituye un valor tutelado tanto en la Constitución así como en tratados internacionales7, es que se vuelve una medida adecuada para lograr la protección de todas las personas usuarias de la vía pública, sobre todo cuando se ven involucradas en accidentes de tránsito.

La medida es adecuada porque en el Estado de Puebla, según el INEGI8, se registran aproximadamente entre 10,000 y 11,500 accidentes de tránsito al año en todo el estado. De este total, casi el 60% ocurren en la Zona Metropolitana de Puebla (la capital y municipios conurbados como San Andrés y San Pedro Cholula). Los incidentes más comunes son las colisiones entre vehículos automotores, seguidas por atropellamientos y choques con objetos fijos.

En la estadística de Accidentes de Tránsito Terrestre en Zonas Urbanas y Suburbanas (ATUS), según los registros oficiales más recientes para el estado de Puebla se registran anualmente entre 300 y 450 fallecimientos ocurridos directamente en el sitio del accidente de tránsito. La mayor concentración de fatalidades ocurre en colisiones entre vehículos y, de manera muy significativa, en atropellamientos a peatones en zonas urbanas9.

Es esta realidad la que motivó al Congreso del Estado a establecer la medida en análisis, la cual busca involucrar al sector privado en la pronta atención en los casos de urgencia generados por incidentes en la vía pública y mitigar los casos de mortalidad.

Por último, la medida también es proporcional en sentido estricto ya que esta brinda protección inmediata a las víctimas de accidente y permite a una persona afrontar los gastos, los cuales podrían ser muy elevados. Contar con un seguro permite a una persona que puede tener una restricción económica afrontar una responsabilidad civil, evitar litigios y promueve la cultura de responsabilidad en la conducción. El respecto, existen precedentes de la extinta Primera Sala que concluyen que este tipo de seguros obligatorios deben cubrir la totalidad de los montos indemnizatorios que deriven del daño causado, y si una interpretación contraria vulnera los derechos a la justa indemnización y a la protección de los intereses de los consumidores.

En este orden de ideas, los beneficios sociales (seguridad vial, reparación de daños y tutela de derechos de las víctimas) superan los costos individuales sin afectar el derecho de movilidad, siempre y cuando que el costo del seguro se mantenga dentro de parámetros accesibles y que en caso de incumplimiento las sanciones sean adecuadas.

II.
Conclusiones.

Por todo lo anterior, si bien compartí el sentido de la propuesta, considero que el análisis de constitucionalidad debió seguir una metodología completamente distinta, la cual debió reconocer la existencia de tensiones entre un derecho humanos y mandatos de optimización a cargo del Estado de Puebla.
A partir de este reconocimiento, llegó a la misma conclusión del proyecto, pero porque considero que la restricción es constitucional porque está en una ley en sentido formal y material emitida por el Congreso del Estado de Puebla; porque persigue un fin legítimo relacionado con el deber del estado de maximizar la vida y la salud de todas las personas usuarias de la vía pública; y porque la medida es idónea, adecuada y proporcional.

Involucra, en un plano de corresponsabilidad a los particulares en estos deberes, brindando herramientas para hacer frente a los retos derivados de accidentes de tránsito, haciendo accesibles los servicios de salud y buscando mecanismos para evitar daños patrimoniales desproporcionados.

Estas son las razones que, desde mi punto de vista, debieron constituir el sustento del análisis de constitucionalidad en el presente caso.
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VOTOS CONCURRENTE Y PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO GIOVANNI AZAEL FIGUEROA MEJÍA EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 1/2024

I.
Antecedentes

1.
En la sesión de 6 de octubre de 2025, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad citada al rubro, promovida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla en contra de los artículos 26, fracción XXX, 73, fracción VI, 127, 153, 164 y 168 de la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla, reformada mediante decreto publicado el 5 de diciembre de 2023 en el medio oficial del Estado.
2.
Este voto tiene como motivo posicionarme ante diversas consideraciones de fondo que en mi opinión hicieron falta o no comparto.
II.
Razones de la sentencia

3.
En el tema “VI.1. Obligación de las personas conductoras de vehículos motorizados de contar con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros y su sanción (multa)”, se determinó reconocer la validez de los artículos 26, fracción XXX, 73, fracción VI, 153 y 164 sujetos a control.

4.
Esas normas establecen que (1) todo vehículo motorizado que circule en el Estado deberá estar cubierto por un seguro de responsabilidad por daños a terceros para poder circular; (2) la obligación de que exista una base de datos con el registro de cada seguro; y (3) la multa de 20 a 40 veces la UMA a quien no tenga el seguro.

5.
Primero, señalamos que era infundado que las normas impugnadas restringieran la libertad de tránsito, porque esta garantía protege a las personas y no a los bienes que ellas usan para desplazarse.

6.
Segundo, la obligación de tener el seguro mencionado no implica una restricción al desplazamiento en el Estado y el país; sólo es un requisito aplicable a los vehículos motorizados y no a la persona que ejerce el derecho a la movilidad.
7.
Tercero, sostuvimos que es infundado que la obligación de contar con un seguro vulnere los principios de autonomía de la voluntad y libertad contractual. Las normas combatidas no obligan a contratar la póliza con una institución determinada, a cierto costo o bajo ciertas condiciones, porque conforme con el artículo 153, segundo párrafo de la ley, quienes deseen conducir un vehículo motorizado pueden contratar libremente un seguro con la institución de su preferencia y obligarse en los términos que más les beneficie.

8.
Cuarto, calificamos como infundado que la multa prevista en el artículo 164, de pagar 20 a 40 veces la UMA a quien no tenga el seguro mencionado, vulnere la prohibición de multas desproporcionadas y excesivas. La norma reclamada es válida porque permite graduar el monto de la multa a partir de la gravedad de la falta, las condiciones económicas de la persona infractora y la reincidencia (artículo 167 de la ley). Contrario a lo afirmado por la accionante, lo debido es que las multas permitan atender a distintos elementos para que la autoridad fije su monto y no sólo al hecho que la originó.

9.
Por lo que hace a este primer apartado del fondo, finalmente sostuvimos que es infundado que la multa impugnada vulnere el principio de certeza jurídica porque no establece si la multa es en una UMA diaria, mensual o anual. Conforme al artículo 1, párrafo segundo constitucional, interpretamos que la autoridad debe aplicar la que restringe menos la esfera jurídica y beneficie más al gobernado, es decir, la UMA cuantificada diaria. No debe ser la mensual o anual porque serían montos mayores que posiblemente generen una multa excesiva contraria al artículo 22 de la Constitución Federal.

10.
En el tema “VI.2. Suspensión y/o cancelación de la licencia de conducir por dar positivo a la prueba de alcoholimetría y por no contar con el seguro de responsabilidad civil por daños a terceros” determinamos reconocer la validez del artículo 127 y declarar la invalidez en suplencia de la queja del artículo 168 sujeto a control.
11.
En principio, calificamos de infundado que los artículos impugnados vulneren el artículo 21, párrafo cuarto constitucional, porque es criterio del Alto Tribunal que la prohibición de imponer sanciones administrativas diferentes a la multa, el arresto y el trabajo a favor de la comunidad únicamente limita a la autoridad administrativa en el ejercicio de su facultad reglamentaria pero no al legislador ordinario. Por lo tanto, es válido que en la ley se establezca la sanción de suspender o cancelar la licencia de conducir.

12.
Sostuvimos que las normas reclamadas tampoco vulneran el principio de seguridad jurídica, porque existe plena certeza de la conducta que se sanciona y de las consecuencias jurídicas de su incumplimiento. El artículo 127 establece que a las personas conductoras que den positivo a una prueba de alcoholimetría se les suspenderá por un año su licencia de conducir. Por su parte, el artículo 168 prevé la cancelación de la licencia de conducir y la restricción de obtener una nueva por hasta diez años a quienes incumplan el artículo 26 que obliga a tener un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros. Por tanto, dichos artículos no vulneran el principio de seguridad jurídica.

13.
Sin embargo, en suplencia de los conceptos de invalidez, consideramos que el artículo 168 es inválido porque es ineficaz para lograr la seguridad vial, no es proporcional a la gravedad de la infracción y carece de la debida motivación.

14.
La cancelación de la licencia y la restricción de obtenerla por hasta diez años es una medida ineficaz para proteger el derecho a la vida, la integridad física y la propiedad de las personas.

15.
Además, la cancelación de la licencia es una sanción desproporcionada a la conducta sancionada de no tener un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros.
16.
La cancelación de la licencia no llevaría a ningún fin práctico porque un seguro de responsabilidad civil es una garantía para reparar un daño si ocurre un siniestro de tránsito.

17.
Además, ante la omisión de tener un seguro como el mencionado ya existe en la ley una sanción pecuniaria de 20 a 40 UMA, la cual es bastante y suficiente para castigar y desalentar la conducta de no tener un seguro de responsabilidad civil.

18.
Finalmente, la cancelación de la licencia por hasta diez años no es una medida eficaz para alcanzar el fin pretendido por la legislatura de preservar la seguridad vial de las personas. La finalidad real de tener un seguro consiste en contar con los elementos financieros para hacer frente a los daños que se pudieran ocasionar por hechos de tránsito. Por lo tanto, la cancelación de la licencia no tiene por objeto prevenir conductas que disminuyan o aumenten los hechos de tránsito, por lo que es ineficaz para contribuir a la seguridad vial de las personas.

19.
En consecuencia, determinamos declarar la invalidez del artículo 168, en relación con el artículo 26, fracción XXX, pues prevé una sanción ineficaz, excesiva y desproporcionada.
III.
Razones de la concurrencia y la disidencia

20.
Por lo que hace al tema “VI.1. Obligación de las personas conductoras de vehículos motorizados de contar con un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros y su sanción (multa)”, coincido con el reconocimiento de validez de los artículos 26, fracción XXX, 73, fracción VI, 153 y 164 sujetos a control, pero lo hago por consideraciones distintas y adicionales a las de la sentencia.

21.
En primer lugar, respetuosamente, me aparto de la metodología planteada en los párrafos 24 a 44 de la sentencia, donde se analiza la obligación de tener un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros frente a los derechos a la libertad de tránsito, movilidad y libertad contractual.

22.
En mi opinión, lo que la promovente hizo valer en su demanda es que la obligación de contratar un seguro afecta o limita esos derechos fundamentales, y para determinar si eso es válido o no, este Tribunal Pleno puede apoyarse de herramientas como el test de proporcionalidad como lo ha hecho en múltiples precedentes.

23.
Esto con la aclaración de que la obligación de contratar un seguro no incide ni siquiera en el contenido prima facie de los derechos a la libertad de tránsito y movilidad, por lo que es innecesario correr respecto de estos dos derechos el test mencionado.
24.
En la sentencia se afirma que la obligación de contratar un seguro no vulnera el principio de libertad contractual porque las personas pueden decidir libremente con qué seguro y en qué condiciones contratarse. Sin embargo, respetuosamente, me parece que esa no es la cuestión efectivamente planteada por la promovente. En su demanda —que la propia sentencia cita en la página 2, párrafo 2— la Comisión local accionante señala que la norma es inconstitucional, y cito, por “obligar a las y los propietarios de vehículos automotores particulares a celebrar un contrato entre particulares (Aseguradora y particular)”.
25.
Esto es, la cuestión jurídica planteada no es si la norma permite a los particulares contratar o no un seguro con la compañía de su elección, sino que los obliga a contratar un seguro y que esta decisión no es resultado de una determinación libre de la persona. Este es el problema jurídico que debimos resolver y que pudimos hacer mediante un test de proporcionalidad.

26.
Desde mi perspectiva, la obligación de contratar un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros cumple de manera satisfactoria todas las gradas del test de proporcionalidad: tiene un fin constitucionalmente válido, es idónea, necesaria y proporcional en estricto sentido.

27.
Considero que en el caso sí se debe examinar con la metodología anunciada de proporcionalidad, porque la medida legislativa sí incide en el principio de libertad contractual y autonomía de la voluntad, los cuales permiten a las personas, grosso modo, establecer relaciones jurídicas, mediante una decisión libre, para atribuirse derechos o imponerse obligaciones sin mayor restricción que los derechos de terceros y el orden público. De esa manera se caracterizaron ambos principios por la extinta Primera Sala al resolver por unanimidad de votos el amparo en revisión 10/2023 (ver los párrafos 30 y 37 de esa sentencia). Por ende, considero que la norma sí incide en el derecho en cuestión porque las personas no deciden de manera libre contratar un seguro, sino que son obligadas a ello por la norma, esto, si quieren manejar un vehículo motorizado en la entidad federativa.

28.
La medida tiene un fin constitucionalmente válido porque obliga a quien quiera conducir un vehículo motorizado en la entidad federativa a contratar un seguro y, de ese modo, garantizar el “orden público” en favor de los terceros que puedan resultar afectados con motivo de un incidente de tránsito.

29.
La medida también es idónea para alcanzar el fin, porque en “alguna medida y modo”, como requiere el examen en esta grada, procura el bienestar e impide el mal a la población afectada por los incidentes de tránsito, esto es, beneficia el orden público.

30.
La medida es necesaria para alcanzar el orden público porque en las entidades federativas colindantes con Puebla y varios más en el país se establecen las mismas medidas (como lo muestra la propia sentencia en los párrafos 34 a 36). No hay entonces medidas alternativas bajo conocimiento de esta Suprema Corte que lesionen en menor grado la libertad contractual en contextos jurídicos comparables.

31.
Finalmente, en cuanto a la grada de proporcionalidad estricta, se concluye que la obligación de contratar un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros asegura en mayor grado la protección del orden público de lo que limita el principio de libertad contractual. La medida protege a toda la colectividad de afectaciones en sus bienes o persona, incluyendo la seguridad financiera del propio conductor del vehículo motorizado que lo contrata de manera obligatoria ante un incidente de tránsito, mientras que la intervención en la libertad contractual se circunscribe a la contratación de un seguro nada más, para la que hay diversas opciones disponibles en el mercado.

32.
Por esas razones, considero que la obligación de contratar un seguro de responsabilidad civil es una medida que limita justificadamente la extensión del derecho a la libertad de contratación.

33.
En segundo lugar, coincido con la sentencia cuando determina, en los párrafos 45 a 50, la validez del artículo 164 que establece una multa a las personas que no tengan un seguro de responsabilidad por daños a terceros para poder circular en la entidad federativa, pues establece un monto mínimo y máximo que debe individualizarse en función de diferentes elementos. Sin embargo, considero que la sentencia debió dialogar con otros precedentes igualmente aplicables al caso. Me refiero, por citar una de los más recientes, a la acción de inconstitucionalidad 32/2019, donde el Pleno sostuvo que, excepcionalmente, las “multas fijas” que se establecen con motivo de las infracciones de policía y tránsito son constitucionales.

34.
En ese precedente, el Pleno justificó su decisión argumentando la complejidad técnica y fáctica para que el agente pueda individualizar la multa y que esas conductas objetivas requieren una sanción igualmente objetiva, con independencia de las circunstancias que rodean su comisión y del resultado ocasionado. Por tanto, ante infracciones de tránsito y policía es válido que las legislaturas establezcan multas fijas pero también multas con un monto mínimo y máximo.

35.
En tercer lugar, estoy de acuerdo con la interpretación conforme que se insinúa en los párrafos 51 a 56 de la sentencia entre el artículo 164 impugnado y los diversos 26 y 22 de la Constitución Federal, en el sentido de que la Unidad de Medida y Actualización impuesta como sanción debe entenderse “por día”. Sin embargo, considero —como de hecho insistí durante la discusión del asunto— que por abono al principio de seguridad jurídica debió constar expresamente esa interpretación conforme en los resolutivos de la sentencia, como solemos hacer en los precedentes.
36.
Por lo que hace al tema “VI.2. Suspensión y/o cancelación de la licencia de conducir por dar positivo a la prueba de alcoholimetría y por no contar con el seguro de responsabilidad civil por daños a terceros” coincido con el reconocimiento de validez de los artículos 127 y 168, pero me aparto de la declaratoria de invalidez en suplencia de la queja del mismo artículo 168.
37.
En principio, tengo consideraciones adicionales para reconocer la validez de los artículos 127 y 168 impugnados. En su demanda, la Comisión local accionante señaló que esos artículos eran inválidos porque establecían sanciones que implicaban actos privativos y de molestia y no otorgaban la garantía de audiencia. La sentencia debió dar respuesta a este planteamiento.
38.
Conforme a los precedentes del Pleno, como las acciones de inconstitucionalidad 98/2021 y 4/2020, considero que las sanciones analizadas son actos de molestia que no afectan la garantía de audiencia. Debe recordarse que el artículo 127 establece la suspensión por el periodo de un año de la licencia de conducir por dar positivo a una prueba de alcoholimetría, mientras que el artículo 168 establece la cancelación de la licencia y la prohibición de expedir una nueva por hasta diez años a quien no cuente con el seguro de responsabilidad civil por daños a terceros.
39.
Así, ambas infracciones implican solamente actos de molestia, porque con ellas “se pretende únicamente lograr fines diversos a la restricción de un derecho, es decir, … no tienen el objetivo de privar definitivamente de aquél al afectado”. (ver párrafo 352 de la acción de inconstitucionalidad 98/2021), lo que se corrobora porque las normas imponen suspensiones y cancelaciones con un límite temporal.

40.
Por esa misma razón, dado que no se trata de actos privativos sino de molestia, las medidas impugnadas no afectan la garantía de audiencia tutelada en el artículo 14, párrafo dos de la Constitución Federal, por lo que este planteamiento de la Comisión local accionante debió calificarse igualmente como infundado.

41.
Ahora, me separo de la declaratoria de invalidez en suplencia de la queja del artículo 168. La sentencia sostuvo su argumentación en una jurisprudencia de la extinta Primera Sala que se refiere exclusivamente a la materia penal, sin argumentar de qué manera sus consideraciones se modulan al ámbito del derecho administrativo sancionador.
42.
Mas aún, la sanción prevista en esa disposición no es desproporcionada como se afirma, porque la norma expresamente señala que la cancelación de la licencia será por una temporalidad de “hasta diez años”, es decir, establece un tope máximo, el cual deberá imponerse, —según establece de manera expresa la propia norma—, tomando en cuenta el “modo, tiempo y lugar en que se cometió la infracción, así como las condiciones y circunstancias” en que ocurrió la falta.
43.
Me parece que esta modulación temporal es perfectamente válida, porque no es lo mismo causar lesiones graves o incluso la muerte de una persona sin tener seguro de responsabilidad civil vigente que, por ejemplo, ameritar la cancelación de la licencia porque el seguro venció un día antes de la infracción. En mi opinión, la autoridad tiene en el artículo 168 un margen temporal amplio para individualizar la sanción en función de los diferentes elementos que pueda apreciar.
44.
Por esas razones, voté en contra de declarar la invalidez en suplencia de la queja del artículo 168.
45.
Respetuosamente,
Ministro Giovanni Azael Figueroa Mejía.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de seis fojas útiles, en las que se cuentan esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de los votos concurrente y particular que formula el señor Ministro Giovanni Azael Figueroa Mejía, en relación con la sentencia del seis de octubre de dos mil veinticinco, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 1/2024, promovida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a veinticuatro de febrero de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
� Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:


…


II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.


…


g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas;


…


� Artículo 16. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá:


I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La admisión de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad planteadas respecto de normas generales no dará lugar en ningún caso a la suspensión de la norma cuestionada;


…


� ARTÍCULO 41. Las sentencias deberán contener:


I. La fijación breve y precisa de las normas generales, actos u omisiones objeto de la controversia y, en su caso, la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados;


…


� Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.


En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles.


� Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario.


…


� Artículo 15


El Presidente de la Comisión, tiene las siguientes atribuciones:


I. Ejercer la representación legal de la Comisión;


…


� ARTÍCULO 42


La Dirección de Seguimiento de Recomendaciones, Conciliaciones y Asuntos Jurídicos estará adscrita a la Presidencia y a cargo de un Titular, auxiliado por los servidores públicos que se requieran para el ejercicio de sus funciones y que se autoricen conforme a las normas respectivas, y tendrá las siguientes atribuciones:


…


B. Atribuciones en materia de Asuntos Jurídicos:


…


V. Elaborar las demandas de acción de inconstitucionalidad que promueva la Comisión, en términos del artículo 105 fracción II inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el seguimiento de esos procedimientos hasta su total conclusión.


…


� Artículo 11. Toda persona tiene derecho para entrar en la República, salir de ella, viajar por su territorio y mudar de residencia, sin necesidad de carta de seguridad, pasaporte, salvoconducto u otros requisitos semejantes. El ejercicio de este derecho estará subordinado a las facultades de la autoridad judicial, en los casos de responsabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad administrativa, por lo que toca a las limitaciones que impongan las leyes sobre emigración, inmigración y salubridad general de la República, o sobre extranjeros perniciosos residentes en el país.


Toda persona tiene derecho a buscar y recibir asilo. El reconocimiento de la condición de refugiado y el otorgamiento de asilo político, se realizarán de conformidad con los tratados internacionales. La ley regulará sus procedencias y excepciones


� Artículo 13


1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado.


2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país.


� Artículo 22. Derecho de Circulación y de Residencia


1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene derecho a circular por el mismo y, a residir en él con sujeción a las disposiciones legales.


2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive del propio.


3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de una ley, en la medida indispensable en una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y libertades de los demás.


4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede asimismo ser restringido por la ley, en zonas determinadas, por razones de interés público.


5. Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es nacional, ni ser privado del derecho a ingresar en el mismo.


� Tesis: P. V/96, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, Febrero de 1996, página 173, Registro digital: 200219.


� Ley General de Movilidad y Seguridad Vial


Artículo 3. Glosario.


Para efectos de esta Ley, se entenderá por:


XXXII. Movilidad: El conjunto de desplazamientos de personas, bienes y mercancías, a través de diversos modos, orientado a satisfacer las necesidades de las personas;


� Jurisprudencia 2 a./J. 70/2023 (11a.). Fuente: Gaceta del Semanario judicial de la Federación. Undécima Época. Libro 31, Noviembre de 2023, Tomo III, página 2350. Registro digital: 2027627.


� Tesis: 2a./J. 71/2023 (11a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Undécima Época. Libro 31, Noviembre de 2023, Tomo III, página 2348. Registro digital: 2027626.


� Artículo 63 Bis. Todos los vehículos que transiten en vías, caminos y puentes federales deberán contar con un seguro que garantice a terceros los daños que pudieren ocasionarse en sus bienes y personas por la conducción del vehículo. La contratación del seguro será responsabilidad del propietario del vehículo.


La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, oyendo la opinión de la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, establecerá las reglas para la operación del seguro a que se refiere el primer párrafo, procurando la accesibilidad económica y la disponibilidad para su contratación. Para tal efecto se establecerá un monto mínimo de cobertura de la póliza de seguro.


Por ningún motivo se podrá obligar a los propietarios de vehículos a que contraten el seguro con alguna institución de seguros en específico.


La contratación de este seguro no exime del cumplimiento de la responsabilidad de concesionarios de caminos y puentes; y de los que cuenten con permiso o autorización para prestar servicios de autotransporte de pasajeros, turismo o de carga que se refieren en esta Ley.


� Consideraciones vertidas en la sentencia del amparo directo 4/2020.


� Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado.


…


� Jurisprudencia P./J. 9/95, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. Tomo II, Julio de 1995, página 5. Registro digital: 200347.


� Jurisprudencia P./J. 10/95. Fuente Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. Tomo II, Julio de 1995, página 19. Registro digital: 200349.


� Jurisprudencia P./J. 102/99. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. Tomo X, Noviembre de 1999, página 31. Registro digital: 192858.


� ARTÍCULO 167. Las autoridades estatales y municipales en el ámbito de su competencia establecerán en sus reglamentos los criterios para calificar las sanciones atendiendo a la gravedad de la falta, a las condiciones económicas de la persona infractora y a la reincidencia. Asimismo, contemplarán el tipo de sanciones, los procedimientos, plazos para su ejecución y los supuestos en que operará la retención de los vehículos.


� Artículo 21.


…


Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, las que únicamente consistirán en multa, arresto hasta por treinta y seis horas o en trabajo a favor de la comunidad; pero si el infractor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se permutará esta por el arresto correspondiente, que no excederá en ningún caso de treinta y seis horas


� Tesis: P. XXIV/97. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. Tomo V, Febrero de 1997, página 120. Registro digital:199461.


� Tesis: P. LI/95. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. Tomo II, Agosto de 1995, página 73, Registro digital: 200343


� Tesis: P./J. 99/2006, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Novena Época. Tomo XXIV, Agosto de 2006, página 1565, Registro digital: 174488.


� Tesis: 1a. CCCXVI/2014 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época. Libro 10, Septiembre de 2014, Tomo I, página 572. Registro digital: 2007406.


� Tesis: 2a./J. 124/2018 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época. Libro 60, Noviembre de 2018, Tomo II, página 897. Registro digital: 2018501.


� Resuelta en sesión de dos de diciembre de dos mil diecinueve.


� Criterio sostenido en la acción de inconstitucionalidad 194/2020, resuelto en la sesión del siete de marzo de dos mil veintitrés. 


� Sentencia de diecisiete de febrero de dos mil dieciséis resuelta por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas (ponente), Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Alberto Pérez Dayán. La Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos, emitió su voto en contra de consideraciones.


� Sentencia de dieciséis de marzo de dos mil dieciséis resuelta por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros Eduardo Medina Mora I. (ponente), Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Alberto Pérez Dayán. Los señores Ministros José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos se apartan de consideraciones.


� ARTÍCULO 42. Factores de Riesgo. Para efectos de este Reglamento, se considera factor de riesgo toda conducta que genere un siniestro de tránsito, de acuerdo a lo demostrado por evidencias física o científica, las cuales son las siguientes:


I. La conducción bajo los efectos de alcohol, drogas, estupefacientes o psicotrópicos;


(…)


ARTÍCULO 43. Control de Alcoholemia y Sustancias Psicoactivas. Queda prohibido conducir cualquier vehículo motorizado y no motorizado, rebasando los niveles de alcohol en la sangre establecidos en la Ley, así como bajo los efectos de sustancias psicoactivas o estupefacientes, medicamentos con este efecto y de todos aquellos fármacos cuyo uso afecte su capacidad de conducir. 


Queda prohibido conducir con una alcoholemia superior a 0.25 mg/L en aire espirado o 0.05g/dL en sangre, salvo las siguientes consideraciones:


a) Para las personas que conduzcan motocicletas queda prohibido hacerlo con una alcoholemia superior a 0.1 mg/L en aire espirado o 0.02 g/dL en sangre;


b) Para vehículos que otorguen un servicio de transporte autorizado en sus diferentes modalidades, en términos de la Ley de Transporte y Reglamento de Transporte, queda prohibido conducir con cualquier concentración de alcohol por espiración o litro de sangre, síntomas simples de aliento alcohólico o de estar bajo el influjo de cualquier droga, psicotrópico o estupefaciente, incluyendo medicamentos con este efecto y de todos aquellos fármacos cuyo uso afecte su capacidad para conducir. La prescripción médica no exime el cumplimiento de esta medida, y


c) Para personas conductoras menores de edad queda prohibido conducir con cualquier concentración de alcohol por espiración o litro�de sangre.


Todas las personas conductoras de vehículos motorizados que muestren síntomas de que conducen bajo los efectos de alcohol o bajo el influjo de cualquier droga, psicotrópico o estupefaciente, incluyendo medicamentos con este efecto y de todos aquellos fármacos cuyo uso afecte su capacidad para conducir, están obligados a someterse a las pruebas de detección de ingestión de alcohol o de narcóticos, estupefacientes o psicotrópicos, cuando lo solicite la autoridad competente.


En caso de que se certifique por parte de las autoridades competentes que la persona conductora sobrepasa el límite de alcohol permitido, o bajo el influjo de drogas, estupefacientes o psicotrópicos, será sancionado conforme a lo estipulado en los ordenamientos de tránsito, sin menoscabo de lo estipulado en la Ley y demás ordenamientos legales aplicables.


La reincidencia por conducir bajo los efectos de sustancias psicoactivas o estupefacientes, medicamentos con este efecto y de todos aquellos fármacos cuyo uso afecte su capacidad de conducir, será considerada como un agravante para las sanciones que correspondan, de conformidad con lo establecido en este Reglamento.


Asimismo, queda prohibido para las personas conductoras y pasajeras, consumir bebidas alcohólicas o estupefacientes al interior del vehículo en la Vía Pública.


ARTÍCULO 44. De las pruebas de Alcoholimetría. De forma rutinaria en el ejercicio de las funciones que realicen las o los Agentes de Proximidad Vial, deberán solicitar el apoyo del personal correspondiente de la Secretaría, a fin de que efectúe la prueba de alcoholimetría en un conductor que previamente haya cometido una infracción. 


Cuando se haya ocasionado un siniestro de tránsito, la o el Agente de Proximidad Vial o de Tránsito Municipal, deberá solicitar que se efectúe la prueba en los conductores involucrados, en este caso, el personal calificado por la Secretaría fungirá como auxiliares del Ministerio Público, por lo que las pruebas de aire espirado mediante el alcoholímetro serán remitidas a la autoridad correspondiente.


ARTÍCULO 45. Del Procedimiento en la realización del Programa de Alcoholímetro. Los operativos de alcoholimetría establecidos en el artículo 127 de la Ley, que se implementen en las vías de competencia Estatal se realizarán por parte de la Secretaría en coadyuvancia de elementos de la Secretaría de Seguridad Pública y demás dependencias en caso de ser necesario, mediante controles establecidos sobre las vialidades para prevenir accidentes de tránsito, ocasionados por la influencia que derive del consumo de bebidas alcohólicas y estupefacientes cuya revisión será aleatoria.


En la realización de dichos operativos preventivos y de seguridad vial, las y los Agentes de Proximidad Vial, así como las autoridades municipales, deberán llevar a cabo en sujeción a este Reglamento y legislación aplicable, respecto de las personas conductoras, el siguiente procedimiento:


I. Indicarles que detenga la marcha de su vehículo, identificándose mediante credencial oficial vigente, informando el motivo del operativo y posteriormente los invitarán a descender del mismo;


II. El personal autorizado de la Secretaría, realizará las pruebas para la detección del grado de intoxicación conforme a lo establecido en la Norma Oficial Mexicana aplicable, la Ley y este Reglamento. Inmediatamente a su realización, se les entregará un comprobante de los resultados de la prueba;


III. En caso de que sobrepasen el límite permitido de alcohol, serán infraccionados y remitidos por el personal de la Secretaría de Seguridad Pública a la autoridad competente. El vehículo será enviado al depósito vehicular oficial que corresponda, elaborando el respectivo inventario y entregándoles un ejemplar;


IV. Si se presume que se encuentran bajo los efectos de alguna otra sustancia que produzca consecuencias similares al alcohol, inmediatamente el o la Agente de Proximidad Vial le solicitará al personal de la Secretaría de Seguridad Pública que la persona conductora sea remitida al médico legista más cercano, quien los examinará clínicamente y dictaminará sobre su estado psicopatológico para los efectos de la sanción que debe imponérseles, en su caso, se remitirán a la autoridad competente, y


V. Para el caso de personas menores de edad, se deberá dar aviso a los padres o tutores y serán remitidas por el personal de la Secretaría de Seguridad Pública a la autoridad competente, para salvaguardar su integridad física y el vehículo será enviado al depósito vehicular oficial que corresponda, elaborándose el respectivo inventario.


� ARTÍCULO 40. En todos los casos la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá suplir la deficiencia de la demanda, contestación, alegatos o agravios.


� Tesis: 1a./J. 114/2010. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. Tomo XXXIII. Enero de 2011, página 340, Registro digital: 163067


� Artículo 41. Las sentencias deberán contener: 


…


IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada; 


Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


� Artículo 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley.


1 Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de Puebla.


“Artículo 26. Las personas que conducen vehículos motorizados no podrán:


I. Circular sobre banquetas, camellones, andadores, ciclovías y demás vía pública destinada para personas peatonas y ciclistas;


II. Circular en sentido contrario y en carriles de uso exclusivo en términos de la presente Ley y su Reglamento;


III. Invadir los pasos peatonales señalizados para cruces de las vías públicas, así como respetar en las intersecciones de las mismas, un espacio mínimo para el cruce de las personas;


IV. Circular en reversa más de diez metros, salvo que no sea posible circular hacia adelante;


V. Circular en reversa en intersecciones, accesos controlados y curvas;


VI. Circular por el carril izquierdo impidiendo que los vehículos puedan rebasar;


VII. Rebasar por el carril de tránsito opuesto en los siguientes casos:


a) Que sea posible rebasarlo en el mismo sentido de su circulación;


b) Que el carril de circulación contrario no ofrezca una clara visibilidad;


c) Que la vía no esté libre de tránsito en una distancia suficiente para permitir efectuar la maniobra sin riesgo;


d) Que se acerque a la cima de una pendiente o se aproxime una curva, y


e) Que se encuentre a treinta metros o menos de distancia de un crucero o de un paso de ferrocarril;


VIII. Rebasar por la derecha a otro vehículo que transite en el mismo sentido, a excepción de que el vehículo al cual pretenda rebasar disminuya su velocidad para dar vuelta a la izquierda;


IX. Dar vuelta en "U" en lugares con señal prohibitiva;


X. Realizar maniobras de ascenso o descenso de personas en carriles centrales de las vías; tratándose de conductores de servicio público se prohíbe el ascenso y descenso en lugares no determinados como paradas autorizadas;


XI. Transportar un mayor número de pasajeros para el cual se diseñó el vehículo;


XII. Transportar menores de doce años en los asientos delanteros o sin los sistemas de retención infantil o asientos de seguridad que cumplan con los requisitos establecidos en la Norma Oficial Mexicana aplicable;


XIII. Transportar personas en la parte exterior de la carrocería o en lugares no especificados para ello. Excepto si se trata de vehículos de emergencia o cuando la finalidad del transporte requiera de ello, en número y en condiciones tales que garanticen su integridad física;


XIV. Transportar bicicletas, motocicletas o similares en el exterior del vehículo, sin los dispositivos de seguridad necesarios; 


XV. Circular con el parabrisas roto o estrellado, en caso de que distorsione la visibilidad al interior o exterior del vehículo; 


XVI. Permitir que los pasajeros dejen abiertas las puertas del vehículo por el lado de la circulación o abrirlas sin cerciorarse de que no existe peligro para otros usuarios de la vía. Los conductores sólo podrán abrir la que les corresponde con la debida precaución, sin entorpecer la circulación y por el tiempo estrictamente necesario para su ascenso o descenso; 


XVII. Entorpecer la marcha de columnas militares, escolares, desfiles cívicos y otro tipo de eventos similares; 


XVIII. Producir ruido excesivo o molesto con el estéreo, radio, el claxon, el motor, escape del vehículo o aparatos resonantes, que rebasen los límites de decibeles permitidos; 


XIX. Instalar o utilizar antirradares o detector de radares en los vehículos;


XX. Tirar basura o cualquier otro material que pueda dañar a las personas o vehículos que hacen uso de la vía pública; 


XXI. Permitir intromisiones sobre el control de la dirección llevando entre las manos alguna persona, objeto o animal; 


XXII. Transportar animales, bultos, paquetes y otros objetos en los lugares destinados para los pasajeros, cuando por su condición y volumen impidan la visibilidad del conductor o afecten la seguridad de los pasajeros; 


XXIII. Tener abierto el escape y utilizar el freno de motor en las vías de la ciudad, así como en las entradas y salidas de la misma; 


XXIV. Avanzar sobre una intersección cuando adelante no haya espacio suficiente para que el vehículo no interfiera la circulación, aunque el semáforo lo permita; 


XXV. Circular por la vía pública maquinaria pesada u objetos sin ruedas de cualquier género que puedan dañar el piso, suelo o pavimento; 


XXVI. Invadir las zonas delimitadas por líneas paralelas o diagonales que separan o canalizan el flujo vehicular en los carriles de circulación; 


XXVII. Agredir verbal o físicamente a las autoridades competentes en la materia, en el desempeño de sus funciones, así como a las personas peatonas y otros conductores;


XXVIII. Igualar o seguir en velocidad a un vehículo destinado a la prestación de servicios de emergencia, cuando lleve la torreta encendida y la sirena abierta; 


XXIX. Circular sobre los corredores de transporte público de pasajeros o de uso exclusivo del sistema de transporte público;


(REFORMADA, P.O. 18 DE JUNIO DE 2025)


XXX. Circular sin licencia de conducir, o sin placas, o sin seguro de responsabilidad civil por daños a terceros, o sin tarjeta de circulación, o sin calcomanías, hologramas o distintivos, según corresponda, autorizados por la autoridad competente, o con placas, tarjeta de circulación, calcomanías y hologramas que correspondan a otros vehículos, o con placas alteradas u ocultas total o parcialmente;


XXXI. Hacer uso del perifoneo y propaganda sin la autorización correspondiente;


XXXII. Entablar cualquier tipo de competencia de velocidad;


XXXIII. Exceder los límites de velocidad, y


XXXIV. Las demás que determine la presente Ley, el o los Reglamentos de la presente Ley y los demás ordenamientos aplicables.”


1 Registro digital: 2027627. Instancia: Segunda Sala. Undécima Época. Materia(s): Constitucional. Tesis: 2a./J. 70/2023 (11a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 31, Noviembre de 2023, Tomo III, página 2350. Tipo: Jurisprudencia. DERECHO A LA MOVILIDAD. SUS DIMENSIONES INDIVIDUAL Y COLECTIVA.
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